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MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y EL DERECHO A LA IGUALDAD DE GÉNERO EN 

EL MARCO LEGAL DE LA LUCHA CONTRA LA VIOLENCIA A LA MUJER 

 

MIRTHA MARIA DE JESUS PECHO RAMOS 

 

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DEL PERÙ 

 

RESUMEN 

El objetivo de la investigación fue determinar por qué las medidas de protección 

contenidas en la Ley nro. 30364 inciden en el derecho a la igualdad de género. Así 

mismo, se pretende determinar porqué la ineficacia de las medidas de protección 

inciden en los derechos de la mujer. El enfoque fue cualitativo, de diseño Teoría 

Fundamentada. La muestra fue conformada por 5 expertas especializadas en 

estudios de género y derechos humanos. El instrumento empleado fue la guía de 

entrevista, aplicada a las expertas en la materia, Se concluyó, según la apreciación 

crítica de las expertas especializadas en estudios de género, que las medidas de 

protección no se aplican ni se ejecutan respetando el derecho a la igualdad de género 

y que es necesario la creación de un órgano auxiliar especializado en género que 

supervise la ejecución de las medidas de protección. 

 

Palabras clave: medidas de protección, género, violencia de género, derechos 

humanos 
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PRINCIPLE PROTECTION MEASURES AND THE RIGHT TO GENDER 

EQUALITY IN THE LEGAL FRAMEWORK OF THE FIGHT AGAINST VIOLENCE 

AGAINST WOMEN 

 

MIRTHA MARIA DE JESUS PECHO RAMOS 

 

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DEL PERÙ 

 

ABSTRACT 

The objective of the investigation was to determine why the protection measures 

contained in Law nro. 30364 affect the right to gender equality. Likewise, it is intended 

to determine why the ineffectiveness of protection measures affect the rights of 

women. The approach is qualitative, of Grounded Theory design. The sample was 

made up of 5 experts specialized in gender studies and human rights. The instrument 

used was the interview guide, applied to the experts in the field. It was concluded, 

according to the critical appreciation of the experts specialized in gender studies, that 

the protection measures are not applied or executed respecting the right to equality 

and that it is necessary to create an auxiliary body specialized in gender to supervise 

the implementation of protection measures. 

 

Keywords: protection measures, gender, gender violence, human rights 
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INTRODUCCIÓN 

La presente investigación se presentó a la Facultad de Ciencias Humanas de 

la Universidad Autónoma del Perú, para obtener el título de abogada. Con esta valiosa 

tesis se abordó un tema muy importante como lo es el fenómeno progresivo de la 

violencia contra la mujer y los métodos en las que, legislativamente se pretende 

reducir sus efectos nocivos. 

La Organización de las Naciones Unidas (ONU, 2020a) ha señalado que, en el 

2020, durante la pandemia por el COVID-19, 243 millones de mujeres y niñas entre 

15 y 49 años, han sufrido agresiones físicas y sexuales por parte de su pareja. Estas 

agresiones son atroces violaciones a los Derechos Humanos (DDHH) que nos hacen 

preocupar sobre el bienestar, salud, seguridad e integridad de las mujeres del mundo 

e incentivan que múltiples políticas para prevenir la violencia contra la mujer.  

En Perú, con el largo aislamiento social obligatorio, la cruda realidad, reflejada 

en altos índices de violencia contra las niñas y mujeres, solo ha evidenciado que este 

problema transversal no disminuye con los años y es obligación de Estado, 

implementar mecanismos y protocolos para eliminar todo tipo de violencia a la mujer. 

Durante el primer año de cuarentena, el servicio que ofrece el Ministerio de la Mujer 

y Poblaciones Vulnerables a través de la Línea 100, incrementó sus llamadas en 97%, 

respecto al año anterior, con 235 791 llamadas por violencia familiar (Ministerio de la 

Mujer, 2021). 

Ante esta realidad violenta contra las mujeres, se han tomado medidas a nivel 

nacional e internaciones que tratan de aislar a la mujer del contexto de violencia que 

esté atravesando. En Perú, solo la Corte Superior de Lima Norte ha otorgado 2034 

Medidas De Protección (MDP) contenidas en la Ley nro. 30364, en el marco del 

estado de emergencia. Bajo esas circunstancias de cuarentena, la Corte decidió 
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prescindir de las audiencias, y dictar las medidas sólo con la documentación 

presentada por las denunciantes. Estas decisiones obedecieron a la urgencia y 

frecuencia con la que se atendían estos casos de violencia.  

Es importante señalar que en el capítulo I se pormenorizó el Planteamiento del 

problema, describiendo la realidad problemática de la violencia contra la mujer a nivel 

internacional, nacional y local, haciendo un análisis sobre las Medidas De Protección 

(MDP) contenidas en la ley nro. 30364 en relación al derecho a la igualdad de género, 

se presentó los problemas de investigación, objetivos, justificación del proceso y las 

limitaciones aplicadas. En el capítulo II se profundizó en el Marco teórico, donde se 

recopiló los antecedentes nacionales e internacionales y teorías.  Se desarrolló las 

dos categorías de estudio. En el capítulo III se indicó el Marco metodológico, de 

diseño de la investigación hermenéutica; también se precisa a los supuestos de 

categorización, métodos e instrumentos empleados. En el capítulo IV se dieron los 

resultados y discusiones obtenidas. En el capítulo V se realiza las conclusiones y 

recomendaciones que amerita.  
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CAPÍTULO I 

PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
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1.1. Realidad problemática 

Innumerables son los trabajos e investigaciones que profundizan la 

problemática de la violencia contra la mujer. En las últimas décadas se han impulsado 

normas, políticas públicas nacionales e internaciones, se han reunido países para 

motivar protocolos de actuación y prevención, se han convocado organizaciones 

civiles, estatales y colectivas de mujeres para exigir iniciativas legislativas que 

reduzcan las elevadas cifras de violencia.  

A nivel internacional, la Organización Mundial de la Salud (OMS) señaló en el 

2021, que el continente de África y el sudeste de Asia son los lugares que tienen hasta 

un 37% de violencia en el grupo familiar, posicionándose en la cúspide de los índices 

de víctimas de abuso físico o sexual a la mujer. Seguidamente está América Latina 

con un porcentaje del 25%, América del Norte con una tasa del 23%. En los países 

de Europa y Asia central llegó hasta el 16% a 21% (OMS, 2021). 

A nivel nacional, estas cifras son aún más dolorosas. Teniendo en cuenta los 

altos índices de violencia y feminicidios de la que es víctima la mujer en el Perú, el 

Estado, como agente garantizador de los Derechos Humanos (DDHH), ha 

promulgado la Ley nro. 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 

contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, teniendo en consideración 

principios y enfoques que antes no se tenían y que está orientado a la eliminación de 

estereotipos y discriminación de género. Esta norma entró en vigencia desde el año 

2018, desplazando la Ley N° 26260 que se emitió en 1993, la misma que buscaba 

hacerle frente a la violencia familiar. 

La diferencia entre la norma anterior y la vigente, radica en que la nueva cuenta 

con enfoque de género, lo que permite que se deje de sancionar la violencia a la mujer 

solo por ser parte del contexto familiar y se empiece a sancionar la violencia contra la 
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mujer por razón de género, con ello, el Perú se adecuó a la Convención Belém do 

Pará. Asimismo, la nueva norma concentra una serie de enfoques que son 

importantes y deben de considerarse en cualquier situación donde se tenga como 

víctima a la mujer. Estos enfoques también resultan necesarios, pues ayudarán con 

la compresión inicial sobre la Violencia de Género (VDG), las Medidas De Protección 

(MDP), la desigualdad, la discriminación contra las mujeres en su diversidad, 

conceptos necesarios para esta investigación.  

Lamentablemente, la anterior norma derogada estaba demasiado limitada en 

su definición de “violencia familiar” lo que generaba la perpetuación de la violencia, la 

impunidad con el agresor y la indefensión de la mujer. El concepto estaba definido 

por la acción u omisión que ocasione daño físico o psicológico, maltrato sin lesión, 

hasta incluso amenaza o coacción grave que se genera solo entre cónyuges, 

ascendientes, descendientes, parientes colaterales hasta el cuarto grado de 

consanguinidad y segundo de afinidad, o en su defecto, cualquier persona que 

habitara en el mismo domicilio siempre que no medie alguna relación contractual o 

laboral. Es decir, no consideraba como agresores a los excónyuges o exconvivientes. 

Tampoco se tomaba en cuenta las relaciones sexo afectivas que no habitaban en el 

mismo hogar, ni a parientes colaterales de cuarto grado de consanguinidad, ni las 

relaciones contractuales, laborales y más.  

Por un lado, la nueva Ley nro. 30364 señala de manera más clara y específica 

que esta norma es un procedimiento ágil para que, los sujetos vulnerables y víctimas 

de violencia puedan tener medida de protección por la violencia que sufren. Esta ley 

también permite realizar una reflexión sobre la violencia contra la mujer y el derecho 

a la igualdad de género, es decir, reconocer que la violencia contra la mujer es aquella 

violencia que sufre la mujer en razón de su género, fundamentada en las 
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desigualdades que se originan de los estereotipos basados en los roles de género, 

las cuales discrimina a las mujeres de manera sistemática y estructuralmente.  

La Ley nro. 30364 detalla los criterios que el juzgado de familia debe considerar 

para poder dictar las MDP. El principal criterio es el de la ficha de valoración de riesgos 

y los resultados de los informes sociales que emiten las instancias correspondientes. 

De existir antecedentes policiales o alguna sentencia en contra el denunciado por 

actos de agresión contra la mujer, delitos contra la vida, el cuerpo y la salud o 

cualquier otro que determine su peligrosidad, el juzgado competente deberá 

considerarlo para el dictado de las medidas de seguridad.  

El Juzgado tiene la capacidad de extender las MDP necesarias para asegurar 

su bienestar, si determina que existe una relación entre la víctima y el denunciado; o 

si existe dependencia por parte de la víctima; o si tiene alguna discapacidad; una 

situación vulnerable en su condición económica y social; si el hecho fue grave y es 

posible que exista otra agresión; si la víctima tiene algún indicio que evidencie 

vulnerabilidad; si se determina la peligrosidad de la persona denunciada, etc.  

La lucha desde el marco legal en contra de la violencia dirigida a mujeres, ha 

demandado la promulgación de otras leyes y políticas públicas; pero también exige la 

coordinación de diferentes Ministerios, así como el apoyo del Sector privado e incluso 

la prensa. Sin embargo, a pesar de los esfuerzos por legislar normas más estrictas, 

la continuidad de la violencia ejercida en contra de la mujer, sigue siendo una realidad 

problemática latente in crescendo.  

Según datos del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI, 2020a), 

en el año 2018, las mujeres que fueron víctimas de violencia física, psicológica o 

sexual por parte de su pareja o expareja hombre han representado un 63%, teniendo 

en cuenta el rango de edad de 15 a 49 años. Esta información se obtuvo a través de 
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una encuesta demográfica y de salud familiar. Ese mismo año, el MIMP reportó un 

total de 149 feminicidios. En el 2019, la Defensoría del Pueblo reportó un total de 161 

casos de feminicidios, aunque hay otros 33 casos más que no han sido tipificados 

como feminicidios, sino como muerte violenta, pero que a criterio de la Defensoría se 

debió tipificar bajo el art. 108-B del código penal. Es decir, aún con la nueva norma, 

que tiene como propósito la prevención, sanción y erradicación de la Violencia de 

Género (VDG), las cifras de mujeres asesinadas y violentadas nos demuestra que 

este problema es grave, general, normalizado e institucionalizado y que aqueja a la 

mujer peruana (INEI, 2020b). 

La violencia en contra de las mujeres es reconocida como una violación 

expresa de los DDHH, pero, además, representa un grave problema de salud pública 

y una barrera para el desarrollo económico. Estas violencias son prácticas aprendidas 

socialmente, de manera consciente y que mantienen una organización social basada 

en la desigualdad y la subordinación de la mujer. 

En ese sentido, el MIMP, presta servicio de atención a través de los Centros 

de Emergencia Mujer (CEM), los cuales se brindan de manera gratuita, representando 

parte de las políticas públicas que se requieren para dar atención especializada, 

soporte y asesoría a las víctimas de VDG. 

La Defensoría del Pueblo también asume su rol y viene supervisando estos 

servicios desde el 2008, cuando solo contaban con 73 CEM. Diez años después, para 

el 2018, se supervisó los 296 CEM existentes a nivel Nacional. Los resultados de las 

supervisiones no son tan alentadores, toda vez que, el 43% de los CEM no se cuentan 

con el personal suficiente para atender la demanda de atención legal, el 18% de los 

centros no contaban con atención psicológica, mientras que la atención social, era 

insuficiente hasta en un 39%, tal como lo demuestra la Segunda supervisión a nivel 
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nacional, realizada por la Adjuntía para los Derechos de la mujer, resultados que 

fueron publicados en un Informe de Adjuntía N.°007-2019-DP/ADM. 

A nivel local, las zonas más afectadas por la agudeza de este problema son 

las rurales o las periféricas a la ciudad, puesto que confabulan muchos otros factores 

que contribuyen a la vulneración de derechos de las mujeres, por ejemplo: el nivel 

socioeconómico de las víctimas, la deficiencia en la atención de los expedientes, la 

normalización de la violencia dentro de la familia de estructuras patriarcales, la lejanía 

de las comisarías y centros de apoyo, la desarticulación de las instituciones llamadas 

a intervenir, la normalización de estereotipos, la alta tolerancia a la violencia, etc.  

Existen barreras que debilitan la lucha contra la violencia hacia las mujeres, 

como las socio-culturales, lingüísticas y económicas que también inciden en la falta 

de data que evidencien las cifras reales de los casos de violencia. Distintas juristas 

especialistas en el tema coinciden en que las cifras de las que se tiene registro por 

VDG no es una cifra real. Al respecto, el MIMP, en el 2015 implementó una serie de 

estrategias para vencer tales limitaciones, y poder prevenir, sancionar y erradicar 

cualquier tipo de violencia familiar o sexual, empleando una perspectiva de género.  

Cueva (2022) sostiene:  

La perspectiva de género es uno de los seis enfoques que la ley nro. 30364 

considera en el artículo 3°. Sobre el enfoque de género se han desarrollado 

calurosos debates, incluso se realizaron masivas marchas para evitar esta 

perspectiva de análisis. (p. 45) 

Diversos organismos internacionales sitúan la igualdad de género como uno 

de los grandes objetivos a alcanzar antes del 2030.  

La administración de justicia tradicionalmente ha sido homogenizante pese a 

la gran diversidad social y cultural de la población nacional. El enfoque de género es 
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una perspectiva que considera, precisamente, las diferentes oportunidades que 

tienen los hombres y mujeres, así como los diversos roles que socialmente nos 

asignan. En otras palabras, este enfoque es una categoría de análisis, que sirve de 

filtro y permite analizar la desigualdad de los roles que la sociedad le otorga a hombres 

y mujeres. 

Ley nro. 30364 (2018) sostiene:  

El enfoque de género reconoce la existencia de circunstancias asimétricas en 

la relación entre hombres y mujeres, construidas sobre la base de las 

diferencias de género que se constituyen en una de las causas principales de 

la violencia hacia las mujeres. (p. 1) 

El estudio de la perspectiva de género resulta importante y determinante en la 

lucha contra la violencia que se ejerce contra la mujer. Ante ello, distintas entidades 

de justicia, instituciones estatales y otros, han sumado el ejercicio del análisis de todos 

los problemas sociales, desde el enfoque de género, a fin de estudiar el rol de la mujer 

con más precisión.  

Campoverde (2021) precisa: “El derecho a la igualdad de género es un 

principio jurídico universal que parte del reconocimiento de la desigualdad histórica 

que la mujer ha soportado, sufriendo discriminación y violencia solo por el hecho de 

ser mujeres” (p. 48). Esta igualdad de género se refiere a la igualdad real de los DDHH 

y fundamentales de las personas sin ningún tipo de discriminación y en igualdad de 

oportunidades, responsabilidades, derechos y deberes.  

Una de las medidas más acertadas por parte del Estado peruano ha sido 

establecer como política pública el Plan Nacional Contra la Violencia de Género 2016 

- 2021, aprobada mediante Decreto Supremo N.°008-2016 que establece cuatro tipos 

de VDG: psicológica, física, patrimonial y sexual; que se pueden presentar hasta en 
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16 modalidades, siendo el feminicidio la máxima expresión de violencia. Este Plan 

contiene acciones estratégicas a implementar en distintos sectores e involucrando 

gremios de comunicación, de transporte e instituciones públicas, con el objetivo de 

generar cambios socio culturales en la ciudadanía y fortalecer los servicios integrales 

para las mujeres.  

El reconocimiento de la igualdad de género como derecho humano ha sido una 

larga lucha de mujeres organizadas y de la continua denuncia y visibilización de casos 

de violencia. Actualmente es considerado un derecho directriz en las normativas 

locales y nacionales, en políticas públicas, en estrategias y mecanismos que buscan 

erradicar la inmensa brecha de desigualdad existente entre hombres y mujeres.  

En Villa El Salvador, solo en el año 2018 se llegó a registrar un total de 2.282 

casos atendidos por VDG, siendo el tercero en número de atenciones a nivel nacional 

de ese año, dejando como evidencia que el distrito del Sur tiene cifras alarmantes de 

casos de violencia contra la mujer (INEI, 2020). 

Frente a esta realidad, se ha tratado de implementar MDP con el objetivo de 

contrarrestar los altos niveles de violencia. La ley nro. 30364 contempla en su artículo 

22° las medidas que se pueden dictar en los procesos por VDG con el objetivo 

principal de minimizar o anular cualquier efecto de la violencia y así mantener segura 

a la denunciante de cualquier represalia por denunciar a su agresor.  

La Ley nro. 30364 señala que las Medidas De Protección (MDP) serán dictadas 

en la audiencia única, siendo el Juez de Familia el que dictará las medidas luego de 

una evaluación para decidir cuáles son las medidas correctas para cada víctima de 

violencia. Si el denunciado incumpliera este mandato, se remite el caso al Juzgado 

Penal. Se insiste en lo alarmante del progresivo aumento de cifras de VDG, porque 
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resulta evidente que estas medidas no han logrado disminuir el número de casos 

denunciados.  

Las MDP que suelen emplearse para proteger a la denunciante víctima de 

violencia es el retiro del agresor del domicilio, el impedimento de acoso, la prohibición 

de tenencia, pretenden garantizar la integridad física, psíquica y moral, entre otros. 

Aunque las medidas están bien planteadas, no hay una correcta ejecución de estas 

medidas, porque la norma ya cuenta con la rigurosidad necesaria, pero las cifras de 

violación a estas medidas siguen siendo elevadas. Algunas expertas han coincidido 

en la necesidad de implementar un órgano auxiliar especializado en género que 

supervise el otorgamiento de las medidas existentes, con el objetivo de hacerlas más 

eficientes y eficaces y darle el seguimiento con las perspectivas necesarias para 

eliminar la causa de raíz.  

Ministerio de la mujer (2019) señala:  

De enero al 31 de noviembre del 2019, el Ministerio de la Mujer y Poblaciones 

Vulnerables reportó 153 feminicidios. El 12% de las víctimas, previó al ataque, 

denunció al agresor por violencia de género, y solo el 4% de las mujeres 

afectadas tuvo medidas de protección a su favor. En cuanto a la situación del 

agresor, después de perpetrar el crimen, se tiene que menos de la mitad de 

estos, el 47%, se encuentra detenido, pero sin sentencia; el 21% está en 

condición de prófugo; 7% se encuentra en libertad con investigación penal 

iniciada; y ninguno de los casos, ha logrado, hasta el momento, una sentencia. 

(pp. 48-49) 

Es importante señalar el rol que juegan los operadores, servidores y 

funcionarios de la justicia, toda vez que no se encuentran capacitados debidamente 

en los enfoques que menciona la ley que contiene las medidas, tal como lo ha 
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reflejado la Defensoría del Pueblo, en el Reporte del nivel de cumplimiento de 

indicadores regionales y provinciales del Plan Nacional contra la Violencia de Género 

2016-2021. El enfoque de género e interseccional son criterios que se deben 

considerar en la lucha contra la violencia hacia la mujer. 

La realidad nos muestra, a través de artículos periodísticos casos como el de 

Rosa Angélica Miranda Grados de 38 años. El día 16 de enero del 2020, su agresor 

César Donayre Altamirano burló las MDP emitidas con la intención de protegerlas de 

los ataques de denunciado, y terminó por matarla. Casos como este son más 

frecuentes y no parece que la PNP, responsable de custodiar estas medidas, esté en 

capacidad de contener la creciente cifra (Machaca, 2020). 

Es por ello que se propone la implementación de un órgano auxiliar 

especializado en género, que supervise las MDP dictadas para proteger a la víctima 

de violencia contra la mujer que sí responda a sus necesidades. Se explicará con 

sustento doctrinario y jurídico la viabilidad de la implementación de tal órgano que 

garantice la igualdad de derechos, razones jurídicas que sustentan la implementación 

con legislación comparada.  

Es urgente que se adopten soluciones más efectivas para lograr efectividad de 

la aplicación de las MDP. En tal sentido, la implementación de un órgano auxiliar 

conformado por psicólogos, trabajadoras sociales, educadoras, profesoras de 

diversos talleres que cuenten con una educación basada en género permitirá 

comprender las diversas circunstancias en las que son afectadas las mujeres por las 

violencias que denuncian. Este equipo multidisciplinario tendrá funciones orientadas 

al fiel cumplimiento de las MDP que brinda el órgano jurisdiccional con la finalidad de 

una pronta recuperación de la víctima, reformular sus metas personales, laborales y 

a escapar de los círculos de violencia.  
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Con la presente tesis, la investigadora busca determinar la incidencia que 

tienen estas medidas de protección en el Derecho a la igualdad de género, así como 

estudiar si la aplicación de estas medidas debería estar a cargo de algún órgano 

auxiliar que las supervise 

1.2. Formulación del problema 

Problema general 

¿Las medidas de protección se aplican respetando el derecho a la igualdad de 

género, según la perspectiva de especialistas en estudios de género?   

Problemas específicos 

¿Las medidas de protección son eficaces para proteger el derecho a una vida 

libre de violencia, según la perspectiva de especialistas en estudios de género? 

¿Las medidas de protección son eficaces para proteger la autonomía de las 

mujeres, según la perspectiva de especialistas en estudios de género? 

¿Es necesario la creación de un órgano especializado en género que supervise 

las medidas de protección, según la perspectiva de especialistas en estudios de 

género? 

¿El retiro del agresor del domicilio en el que se encuentra la víctima y el 

impedimento de acercamiento o proximidad a la víctima en cualquier forma son 

medidas de protección efectivas para proteger a las víctimas de violencia contra la 

mujer, según la perspectiva de especialistas en estudios de género? 

1.3. Justificación e importancia de la investigación 

En concordancia con los previamente señalado, la justificación tiene la finalidad 

de dar a conocer el porqué es importante realizar la investigación de la problemática 

escogida, plantea la importancia de investigar. 
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La presente investigación tiene como principal objetivo acercarnos de manera 

crítica al análisis del derecho a la igualdad de género y su relación con las medidas 

de protección en el marco legal de la lucha contra la violencia a la mujer. Es así, que 

esta investigación busca implementar un organismo autónomo y especializado en 

temas de género, a fin de neutralizar cualquier efecto nocivo de la violencia que sufren 

las mujeres por la pésima aplicación de las MDP.  

Justificación teórica 

Mediante este trabajo se busca generar valiosos aportes a la problemática 

analizada, a través de un estudio jurisprudencial y teórico de las categorías de 

estudio, dentro del marco legal de la lucha contra la violencia hacia la mujer, 

aportando y contribuyendo con plenos conocimientos en materia de género y DDHH. 

Esta violencia puede afectar bienes tan preciados como la vida misma, por tal motivo 

está considerado como una violación a los derechos humanos, por lo que resulta 

pertinente describir la categoría basada en aportes intelectuales que han realizado 

importantes juristas e investigadoras al respecto. 

Justificación práctica 

El estudio de esta investigación, cuenta con justificación práctica, pues aborda 

la aplicación de las medidas de protección en denuncias por violencia contra la mujer, 

problemática que vulnera gravemente los DDHH de las niñas y mujeres del país. El 

planteamiento de este tema se sujeta en abordar las deficiencias de las medidas de 

protección y recabe su importancia porque servirá para invitar a la reflexión sobre las 

afectaciones que producen la vulneración de los derechos de las mujeres víctimas de 

VDG. 

Justificación metodológica 
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La presente tesis cuenta con una justificación metodológica, se sustenta por la 

aplicación del instrumento, al ser ésta una investigación de enfoque cualitativo se 

aplicó una guía de entrevista, la cual permitió darle fiabilidad a la investigación.  

Justificación legal 

El trabajo permitió el estudio del marco legal para el análisis de la violencia 

contra la mujer y las medidas que se emplean para contrarrestar los efectos nocivos 

de esta violencia. Se encuentra respaldo legal en la Constitución Política del Perú de 

1993, la Ley N° 30364, el Decreto Supremo N° 008-2016-MIMP, entre otras.  

1.4. Objetivo de la investigación: general y específicos  

Objetivo general 

Analizar si las medidas de protección se aplican respetando el derecho a la 

igualdad de género, según la perspectiva de especialistas en estudios de género. 

Objetivos específicos 

Establecer si las medidas de protección son eficaces para proteger el derecho 

a una vida libre de violencia, según la perspectiva de especialistas en estudios de 

género. 

Estudiar si las medidas de protección son eficaces para proteger la autonomía 

de las mujeres, según la perspectiva de especialistas en estudios de género. 

Analizar si es necesario la creación de un órgano especializado en género que 

supervise las medidas de protección, según la perspectiva de especialistas en 

estudios de género.  

Analizar si el retiro del agresor del domicilio en el que se encuentra la víctima 

y el impedimento de acercamiento o proximidad a la víctima en cualquier forma son 

medidas de protección efectivas para proteger a las víctimas de violencia contra la 

mujer, según la perspectiva de especialistas en estudios de género. 
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1.5. Limitaciones de la investigación  

Limitación temporal 

Este trabajo de investigación demandó un espacio de tiempo desde marzo del 

2020 hasta noviembre de 2020, durante el primer año de la pandemia por COVID 19. 
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CAPÍTULO II 

MARCO TEÓRICO



26 

 

 

2.1. Antecedentes de estudios 

La gestación de una tesis exige el planteamiento de un marco teórico mediante 

el cual se presenta el desarrollo de la temática, los antecedentes de estudio, 

postulados, y otros datos recolectados en este estudio, para el planteamiento de los 

supuestos categóricos. 

Tamayo (2003) señala: “Las competencias que se atribuye al marco teórico 

entre otras son; a) delimitación de la investigación, b) propuesta de guías de 

investigación, c) abreviar las conceptualizaciones del tema identificado, d) expresar 

proposiciones teóricas generales” (p. 139). 

Antecedentes nacionales 

Rafael (2018) en su investigación referente a la ineficacia de las medidas de 

protección en la nueva ley de violencia familiar - Ley nro. 30364, trabajo para optar 

por el título de abogada en derecho, el principal objetivo de la investigación es explicar 

la ineficacia de las medidas de protección que se encuentran contenidas en la nueva 

ley que buscar erradicar la violencia familiar, se aplicó como instrumento fichas de 

observación documental y entrevistas; se concluyó que tales medidas resultan 

ineficaces debido a que no existe una organización adecuada entre la PNP y el 

Ministerio Público, ni mucho menos un control o registro que permita un correcto 

otorgamiento de medidas de protección. Así mismo, se concluye que las últimas 

décadas han estado en constante legislación de normas que logren de una vez por 

todas disminuir las cifras tan altas de violencia de género. Y así lo han hecho, incluso 

el Estado peruano, imitando las buenas políticas de otros países. Sin embargo, a 

pesar de la rigurosidad de las sanciones, las cifras siguen tan altas, o incluso más, 

que otros años. Esta situación se ha agravado preocupantemente con la nueva 
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normalidad que ha exigido el aislamiento social obligatorio por la propagación del virus 

COVID-19. 

Lasteros (2018) en su investigación referente a las medidas de protección y 

prevención de violencia familiar en el juzgado de familia de Abancay en el año 2016, 

trabajo para optar por el título de abogado, realizado en la Universidad Tecnológica 

de los Andes, el principal objetivo de la investigación es determinar el nivel de eficacia 

que tienen tales medidas para la disminución de los actos de violencia familiar, se 

aplicó fichas de análisis y cuestionarios, y se concluyó que con la relación a la 

disminución de incidencia de violencia familiar, después de otorgadas las medidas de 

protección, estas no contribuyen de manera significativa en la reducción de casos 

reportados en dicha jurisdicción. De esa misma forma, se concluyó que la efectividad 

de tales medidas se ven limitadas por la ausencia de acciones más asertivas por parte 

de las autoridades, desde una perspectiva de género que permita comprender la 

estructuración del sistema de violencia. 

Pizarro-Madrid (2018) en su investigación sobre la naturaleza jurídica de las 

medidas de protección, para optar por el título de abogado, realizado en la 

Universidad de Piura, el principal objetivo de la investigación es determinar si son de 

naturaleza cautelar las medidas que se dictan para proteger a las mujeres víctima de 

violencia de género, se aplicó como instrumentos una guía de observación, la 

entrevista y la ficha de análisis de documentos, y se concluyó que las medidas de 

protección no tienen naturaleza jurídica cautelar, puesto que solo contiene algunas 

características de la misma. Así mismo se concluye que la misma Ley nro. 30364 

expresa de manera separada las medidas de protección y las medidas cautelares, tal 

como lo señala el artículo 16° de la norma. Los que tienen que evaluar el caso y 

resolverlo a través de una audiencia oral, son los juzgados de familia.  
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Delgado (2018) en su investigación referente a los alcances de la ley nro. 

30364 y las medidas de protección de la Universidad de Cusco, señala que ha tenido 

como objetivo analizar la ejecución de las medidas de protección y cautelares en los 

procesos de violencia contra la mujer, rigiéndose en su base legal ley nro. 30364. Se 

ha empleado un diseño metodológico cualitativo mediante fichas de análisis, basadas 

en 122 denuncias por violencia familiar, que sirven como instrumento para analizar 

los alcances de tales medidas contempladas en la ley. El autor concluye que durante 

el periodo 2015-2016 se realizaron 122 denuncias por violencia familiar pero solo 12 

procesos obtuvieron medidas de protección debido a que los procesos dilatados 

provocan que las mujeres abandonen los mismos. 

Gálvez (2018) realizó una investigación referente a la ineficacia de las medidas 

de protección en la prevención del feminicidio, para optar por el título de abogada, 

realizado en la Universidad Nacional Federico Villarreal, el principal objetivo de la 

investigación es establecer los motivos que hacen las medidas de protección, se 

aplicó como instrumentos una encuesta validada por expertos, y se concluyó que el 

número de feminicidios se ha mantenido incluso después de la implementación de la 

Ley nro. 30364 y sus medidas de protección. De esta manera se concluye que los 

datos que respaldan la hipótesis de ineficacia de las medidas de protección, pues en 

su estudio evidencia que los designados de la PNP para atender los casos de 

violencia, en realidad no cumplen con sus funciones establecidas en la norma. 

Antecedentes internacionales 

Leturia (2018)  realizó una investigación referente a las acciones cautelares y 

el recurso de protección, trabajo de grado para optar por el título de abogado, 

realizado en la Pontificia Universidad Católica de Chile, el principal objetivo de la 

investigación es evidenciar la duplicidad de las instituciones en función a las garantías 
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que se aplican en la defensa de los derechos internacionales, se aplicó cuestionario 

validado por expertos y se concluyó que se debe promover una mejora con la 

intención de ampliar el ámbito de aplicación de los recursos de protección. En el 

desarrollo de este trabajo se concluyó que el estado, como ente garantizador de 

derechos humanos debe de facilitar la tutela judicial facilitando las denuncias de la 

población que es víctima de violencia familiar y las mujeres que son víctimas de VDG. 

También se concluye señalando la importancia que resulta tomar medidas 

preventivas de futuras manifestaciones de violencia, atendiendo al derecho de una 

vida sin violencia. 

Mejía (2018) realizó una investigación referente a las órdenes de protección en 

México en relación a mujeres víctimas de violencia y falta de acceso a la justicia, 

trabajo de grado para optar por el título de abogado, realizado en la Universidad 

Autónoma de México, el principal objetivo de la investigación es identificar cuáles son 

aquellos obstáculos en la aplicación de las órdenes de protección dirigidas a 

neutralizar la violencia hacia la mujer, se aplicó encuesta de donde se obtuvieron los 

datos pertinentes y se concluyó que entre los principales obstáculos se tiene la 

incapacidad de poder atender rápida y efectivamente los llamado de ayuda y que 

existe una deficiencia al evaluar la peligrosidad del peligro y decidir cuáles son las 

medidas cautelares necesarias para proteger a las víctimas o denunciantes. También 

se concluye que la lentitud con la que se aplican las medidas cautelares que se 

requieren para asegurar la integridad y dignidad de las personas denunciantes 

condena a las mujeres a la indefensión, pues el Estado falla en su función protectora 

de sus ciudadanos.  Así mismo, los patrones y conductas culturales y discriminadoras 

impactan de manera negativa en las denunciantes.  
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Olguín (2018) en su investigación referente al procedimiento de adopción de 

las medidas de protección de los niños, niñas, mujeres y población vulnerable, por la 

Universidad de Chile, para optar por el título de abogada, señala que ha tenido como 

objetivo de analizar el procedimiento de adopción de las medidas de protección de 

los derechos de los menores de edad, mujeres y población vulnerable, así como sus 

falencias y virtudes de tal procedimiento. Para el desarrollo de este trabajo se ha 

empleado el método cualitativo frente a los datos y especificaciones de la aplicación 

de las medidas de protección. Las encuestas han servido como instrumentos para 

recolectar datos, así como diversas fuentes como artículos, revistas y tesis. La 

conclusión a la que se arribó fue que con la aprobación y posterior publicación de la 

Ley Nº 19.968, se crearon los tribunales de familia, donde se resolvieron un gran 

número de problemas presentes con la justicia de familia. Esta conclusión no coincide 

con los objetivos de este proyecto ya que se pretende determinar si efectivamente las 

medidas de protección que señala la ley peruana nro. 30364 son eficaces. La segunda 

conclusión se refiere a que, en el Perú, no existen tribunales especiales que se 

encarguen de manera exclusiva de estos procesos. Quienes imparten justicia y se 

encargan de procesar estos casos no tienen la formación desde un enfoque de género 

que les permita especializarse en el tema y poder erradicar esta problemática. 

Gómez (2018) realizó una investigación referente a la igualdad de género y las 

prácticas tradicionales perjudiciales, trabajo para optar por el título de Doctora en 

derecho, realizado en la Universidad Autónoma de Barcelona, el principal objetivo de 

la investigación es aportar al debate sobre los mecanismos que se implementan para 

la erradicación de la violencia de género y denunciar las prácticas perjudiciales a las 

mujeres que aún se realizan en Europa, se aplicó una estrategia analítica 

triangulación metodológica y se concluyó que se identifica tres formas de violencia en 
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Europa, la violencia letal, y la no letal física y sexual y se identifican dos formas de 

prácticas perjudiciales en Europa, la mutilación genital femenina y un subtipo del 

matrimonio forzado. Así mismo, se concluye que la integración del concepto de 

género ha sido relevante en la realización del estudio, toda vez que se exige el empleo 

de datos desagregados por el género de la víctima en relación con el denunciado, el 

móvil, o cualquier factor que conlleve a una discriminación hacia la mujer.  

 Cortez (2018) en la investigación referente a la eficacia de la aplicación de las 

medidas de protección para las mujeres que denuncian ser víctimas de violencia 

intrafamiliar. El objetivo de la tesis era determinar si el Estado de Colombia cumplía 

efectivamente las medidas de protección. El tipo de investigación es de enfoque 

cualitativa pues se pretendía hacer un análisis de una realidad problemática. Así 

mismo ha empleado como instrumento encuestas a fin de determinar la efectividad y 

garantías en las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar. La principal conclusión de 

la tesis es que frente a las medidas de protección que impone las distintas entidades 

del estado con el objetivo de eliminar la violencia contra la mujer, es importante hacer 

la diferenciación con enfoque de género a fin de no dejar impunes estos casos que 

afectan a la sociedad. Así mismo, se concluye que un 74% de las mujeres víctimas 

de violencia dijeron que “no” ante la pregunta que pretende determinar si 

efectivamente las medidas de protección que señala la normativa son eficaces. 

Córdova (2018) en la investigación referente a las medidas de protección en 

los casos que configuran delitos de violencia contra la mujer o cualquier miembro del 

núcleo familiar, profundiza desde la mirada del principio constitucional pro homine. En 

esta tesis el autor también pretende analizar el otorgamiento de las medidas de 

protección, pues las modificaciones hechas al trámite de denuncia dilatan el proceso 

afectando a las mujeres.  El diseño metodológico ha sido de carácter cualitativo 
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puesto que se ha tenido que hacer interpretación jurídica de los cambios señalados. 

Como medios empleados y recolectados, están las fuentes secundarias como 

artículos, monografías, tesis, revistas y otras publicaciones. La principal conclusión a 

la que llega el autor es que, a partir del cambio de legislación en la materia sobre 

violencia contra las mujeres o los integrantes del grupo familiar, se ha dado un cambio 

donde las medidas de protección son una garantía de seguridad para las víctimas.  

2.2. Desarrollo de la temática correspondiente al tema investigado 

Teorías  

Teoría positivista del Derecho. 

La presente investigación se encuentra enlazada en la corriente filosófica del 

positivismo, en justa razón, de que este hace uso de la normatividad jurídica actual. 

Por tal efecto, el Ius Positivismo está comprendida a ser un conjunto de normativas 

jurídicas (de mayor relevancia) que previamente fueron preparadas y dictadas por un 

estado soberano, esto de acuerdo al estado de derecho que se comprende y previas 

exigencias del populismo actual. Que por la tal, busca dar solución a las controversias 

que se pueda desarrollar y dar una solución por intermedio de políticas públicas.  

Hans Kelsen, siendo un distinguido autor que brindó la acreditación frente a 

esta teoría, menciona que el estado tiene la potestad de legislar leyes (por intermedio 

del poder legislativo) que puedan regular tanto la conducta humana, contractual y 

formal. 

Teoría de la tridimensionalidad del derecho. 

Es una teoría que busca analizar el derecho, desde el punto de vista dialéctico. 

Entonces hay que tener presente que la teoría tridimensional del derecho nos 

proporciona determinadas herramientas que son necesarias para determinar el fin y 
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los elementos que deben presentarse en la conformación de lo que respecta del 

derecho en un país, sociedad o estado (realidad jurídica).  

Miguel Reale precisa su sustento en el hecho de que esta teoría comprende 

por tres elementos que son esenciales para emplearse, tales como: La norma, valor 

y el hecho; todos estos sumados en una sola y unificada unidad.  

Teoría sobre la prevención de la violencia. 

El diagnóstico de James W. Prescott, respaldado por sus estudios 

neuropsicológicos y antropológicos, ha contribuido al estudio de los orígenes de la 

VDG, la violencia contra la mujer y la privación del placer físico sensorial a lo largo de 

la vida de la persona. 

 Esta propuesta trata sobre la violencia y la agresión contra las mujeres desde 

un análisis social, señalando la desigualdad de género y la escasez del placer físico 

sensorial como las causas de la violencia social. Sostenía Prescott que el vínculo 

emocional entre una madre y su hijo o hija era necesario para el desarrollo cerebral, 

emocional, social e intelectual del menor, puesto que ciertas experiencias sensoriales 

vividas durante la infancia, crean una predisposición neuropsicológica ya sea para la 

búsqueda del placer o para la búsqueda de violencia. Es decir, la violencia se puede 

originar debido al placer somatosensorial durante la etapa de la infancia o la pubertad 

(Sánchez, 2014). 

Por eso, sostenía que la violencia se origina en los primeros años de vida, pero 

que ahora se cuenta con un paradigma que intenta romper con los modelos de 

feminidad y masculinidad, así mismo, desde sus estudios antropológicos brindó 

evidencia de cómo la igualdad de género promueve generaciones y sociedades más 

pacífica. A esta postura también la respalda Chilton Pearce, que a través de sus 



34 

 

 

estudios neurológicos sobre la incidencia del desarrollo óptimo del cerebro con las 

buenas prácticas en los ambientes familiares. 

Para entender lo que señalaba Prescott en la teoría sobre la prevención de la 

violencia es importante recordar los conceptos de género e interculturalidad, puesto 

que desde estas perspectivas se permite descubrir el verdadero impacto de la 

violencia en la diversidad de las sociedades, con el objetivo de revertir los modelos 

erróneos de crianza para promover una cultura más inclusiva para que las nuevas 

generaciones vivan en un entorno de interculturalidad a través de una comunicación 

solidaria. 

La teoría de la prevención de violencia basada en los trabajos de J. W. Prescott 

señala que la salud y la interculturalidad aportan en la prevención de la violencia 

contra las mujeres y que resulta provechoso para las instituciones estatales pues 

facilita la empatía, el desarrollo de la armonía y la mediación en las diferencias. 

Teoría del género. 

A través de la teoría de género, es factible aplicar el principio de igualdad de 

género al análisis de la realidad porque reconoce las diferencias específicas entre 

hombres y mujeres. Para las entidades estatales, este método de interpretación 

teórica ayuda a que todos presten atención a sus problemas específicos para brindar 

protección oportuna. En el sistema judicial, la impartición de justicia requiere la 

igualdad de hombres y mujeres y los estándares de igualdad entre hombres y 

mujeres. 

Luego de formalizar los conceptos académicos y las formas ideológicas sobre 

este tema, surgió el punto de vista de “género y desarrollo”, que se enfocó en temas 

de género, precedió a los temas de mujeres y enfatizó la construcción social de roles 

y relaciones de género (construcción biológica de hombres o mujeres). Categorizados 
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por la ciencia, y asignados socialmente los atributos establecidos por la cultura en la 

definición de masculinidad y feminidad). Aquí se determina la posibilidad de cambiar 

los roles de género. Este método también puede verificar la división del trabajo por 

género en una sociedad en particular. Representa los aspectos invisibles del trabajo 

productivo y reproductivo de la mujer, así como otros aspectos de la desigualdad de 

género. Considera el tema del poder y su relación con el género y las estrategias para 

empoderar a las mujeres. 

Joan Scott utilizó el género como categoría de análisis en 1990 y creía que el 

género es un componente de las relaciones sociales, basado en distinguir las 

diferencias de género y la forma principal de relaciones de poder importantes.  

Scott (1990) aporta: “El concepto de género es una categoría política analítica 

introducida por académicas norteamericanas, y posteriormente reintroducida como 

concepto técnico a los organismos internacionales, especialmente en las discusiones 

de las organizaciones cooperativas” (p. 67).  

Este concepto técnico fue considerado neutral al final del año. Por ejemplo, en 

los años ochenta y principios de los noventa fue un período en el que la fuerza llegó 

a América Latina. Sus lemas eran "Género y desarrollo" y "Mujer y desarrollo", y 

rápidamente fue ocupada por la voz de las organizaciones económicas y políticas 

internacionales latinoamericanas.  

Teoría feminista – cultural patriarcal.  

Los planteamientos feministas surgen como respuesta a las concepciones 

políticas y sociales tradicionales y a la concepción tradicional sobre la mujer, y el 

modelo de su feminidad que menoscaba sus cualidades racionales y morales.  

Estos planteamientos han sido objeto de múltiples ataques a través de varias 

décadas, puesto que encuentran al principal causal de estas desigualdades al mismo 
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sistema patriarcal. Los aportes feministas han enfrentado multitud de actitudes 

ofensivas, incluso haciendo peligrar la existencia del feminismo, por el planteamiento 

de algunas de sus premisas:  

-Todo hombre se encuentra en una posición de privilegios, solo por el hecho 

de serlo. Los modelos impuestos de feminidad y masculinidad les permiten conductas 

agresivas a los hombres, y les impone la sumisión a las mujeres.  

-Las desigualdades tienen raíces económicas, sociológicas y culturales. En el 

caso del trabajo no remunerado, ese trabajo que se realiza en casa representa un 

valor monetario, que la mujer nunca lo ve, pero está en el sistema, beneficiando al 

capitalista. Es por ello que resulta tan difícil las estrategias genuinas que propicien la 

igualdad entre hombres y mujeres.  

-El sistema patriarcal impide el desarrollo libre de la mujer, sometiéndola a 

circunstancias de naturaleza doméstica o sexual y generando las condiciones para 

mantener a los hombres en la situación de privilegio a costa de la opresión femenina. 

El movimiento feminista ha sido el principal impulsor de los cambios en el 

ordenamiento jurídico direccionados a la búsqueda de la eliminación de todo tipo de 

discriminación basada en género y todo tipo de violencia en contra de la mujer. El 

proceso de visibilización de la VDG no es un fenómeno reciente, pero sí representa 

un proceso lento y más en el mundo occidental.  

El movimiento de mujeres organizadas ha sido necesario para conseguir la 

igualdad de género, eliminar la dominación y violencia ejercida por hombres contra 

mujeres y para dejar la violencia contra la mujer como una cuestión privada y tratarla 

como una problemática social.  

Egúsquiza (2021) afirma:  



37 

 

 

Esta teoría sostiene que el origen de la violencia es una consecuencia de la 

adquisición de la identidad de género y los estereotipos repetidos en el proceso 

de socialización colocando a los hombres en una jerarquía de poder para 

subordinar a la mujer. Se entiende que los modelos de familia son patriarcales, 

es decir, colocan al hombre como jefe de familia, símbolo de protección y 

autoridad y la mujer como madre sumisa, abnegada y servicial. (p. 42) 

Esta teoría se relaciona con la otra teoría feminista: teoría del sexismo 

ambivalente planteadas por Glick y Fiske (1996), que explicar los estereotipos 

sexistas que dan lugar a la interiorización de los roles de género, es decir, 

denunciando la distinción que se hace en cuanto al sexo y cuestionando lo que la 

sociedad considera “propio” de un hombre o de una mujer.  

Egúsquiza (2021) explicó que tanto las teorías feministas como la teoría del 

sexismo ambivalente, intentan explicar el rol que tienen los hombres y mujeres en 

base a los rasgos socioculturales de la sociedad, precisando que, en realidad, entre 

hombres y mujeres no existen diferencias biológicas, excepto las sexuales, por lo que 

no se puede confundir lo sexual con lo anatómico. Son justamente el sexismo 

ambivalente lo que mantiene la causa de la desigualdad entre los sexos. 

Teoría feminista de la autonomía de la mujer. 

Ames (2019) explicó que a principio de los años noventa, cuando las voces en 

alto ya empezaban a crear dudas y malestares, con los debates impulsados por 

movimientos feministas, aparece la corriente por la autonomía de las mujeres, como 

un modo de crítica a la realidad en la que vivían las mujeres y también como una 

crítica a los acontecimientos históricos que se vivían como la caída del muro de Berlín, 

abriendo paso a la democracia del mercado neoliberal mundializada.  
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Esta teoría es inspirada por Chela Sandoval (2015) quien plantea la 

“conciencia oposicional”, cuyos aportes teóricos y políticos sirvieron para la teoría de 

la autonomía de las mujeres. Esta teoría constituía elementos importantes en el 

movimiento feminista, pues se destacaba su dimensión colectiva, la práctica política 

concreta respecto a las desigualdades que estudiaban, y sin “posiciones sociales 

personales” que era la manera de exigir por la situación de personas menos 

privilegiadas en cuestión de raza, sexo, situación migratoria, nacionalidad, etc.  

Desde la perspectiva de este movimiento, se rechazaba el sistema “sexo-

género” pues comprendían relaciones sociales de poder del sexo. Bajo este sistema, 

se han basado para la organización y distribución de trabajo, para mantener las 

diferencias sociales de poder respecto a la raza, sexo, clase, etc.  

Países cercanos a Perú, como el caso de Bolivia, fundamentaban con su 

trabajo teórico este planteamiento. En 1994, un grupo de mujeres jóvenes, 

investigadoras y militantes llamado Mujeres Creando elaboraron un informe llamado 

“Dignidad y autonomía” (MCFAL) con el aporte de trabajadoras domésticas, 

campesinas, mujeres indígenas y sindicalistas. Este trabajo denuncia el “desarrollo” 

preconizado por las instituciones estatales e internacionales, así como la 

institucionalización de las ONG´ del movimiento feminista. 

Para el MCFAL, el modelo capitalista de sociedad que está en la base de todas 

las propuestas de desarrollo no solo no se aplica a nuestras sociedades 

latinoamericanas, sino que nos hunde cada vez más en la dependencia y el 

colonialismo.  

De esta manera, se exponía el carácter paternalista que las instituciones y las 

ONG estaban asumiendo redistribuyendo solo migajas de algunas beneficiarias, pues 

su intención no era acabar con la pobreza y las estructuras de poder, sino sólo su 
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propio beneficio. La autonomía de las mujeres estaba siendo valorada en la medida 

de que pudiera producir para el desarrollo capitalista, y no se la estudiaba como sujeto 

de derecho (Campoverde, 2021). 

Las teorías feministas han sido a menudo, demonizadas y mitificadas por otras 

tendencias occidentales que veían amenazada su hegemonía ideológica para 

rechazar los debates donde se reclamaba las desigualdades establecidas en el 

sistema que no permitían a la mujer gozar de los mismos derechos que los hombres.  

Se debe tener presente el aporte colaborativo de esta teoría. Por eso es 

importante reconocer a otro gran movimiento que planteaba la autonomía desde una 

postura decolonial y antihegemónica, conformada básicamente por lesbianas 

feministas dominicanas. Ellas fueron el Grupo Latinoamericano de Estudios, 

Formación y Acción Feminista (GLEFAS). 

GLEFAS señalaba su preocupación por los efectos de la globalización, de la 

crisis del capital, así como por la revitalización del patriarcado, de los regímenes de 

la heterosexualidad y del racismo porque su proyecto retoma la necesidad de 

visibilizar y fortalecer nuevas propuestas de transformación y transgresión puestas en 

marcha en el continente.  

Esta teoría guarda consigo la crítica al nuevo orden mundial neoliberal, 

colonial, con su democracia “participativa” que solo usa de reciclaje y a conveniencia 

los movimientos sociales. Gracias al rol de despolitización del feminismo en esta 

teoría, se permite analizar de manera adecuada la autonomía de las mujeres y el 

género. 

Teoría del aprendizaje social (TAS) de Albert Bandura. 

Esta teoría de manera concreta pone de manifiesto que el comportamiento 

agresivo de una persona no solo resulta del refuerzo o castigo respectivo de una 
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conducta determinada, sino también del proceso de aprendizaje por imitación y 

observación de las personas que lo rodean.  

Bandura (2019) afirma: 

Las conductas agresivas que desarrolla el infante dependerá de lo que observe 

y si obtiene por esa agresividad una recompensa positiva o negativa. 

Concluyendo que los infantes que están más expuestos a modelos violentos, 

tienen mayores probabilidades de tener conductas agresivas. (p. 64). 

Categorías y subcategorías 

Medidas de Protección (MDP). 

Al tratarse de una violación de DDHH, la violencia contra la mujer exige un trato 

prioritario, por lo que, de manera diligente, de dictan unas medidas y mecanismos 

procesales con el fin de neutralizar las consecuencias dañinas de la violencia. Estas 

medidas, junto con las cautelares, con validez a nivel nacional, son emitidas por el 

juzgado de familia a través de una audiencia a la que son citadas las partes. El juez 

puede sustituir, ampliar o dejar sin efecto las medidas cuando toma conocimiento de 

la sentencia o archivamiento de la investigación, debiendo comunicarlo a las 

entidades encargadas para lo que corresponda.   

Cueva (2022) señala: “Las medidas de protección son mecanismos especiales 

de protección, cuyo fundamento jurídico se encuentra en el derecho internacional de 

los derechos humanos y en el derecho constitucional” (p. 4). 

Determinar su naturaleza jurídica de las MDP ha exigido intensos debates 

cuando se implementó la norma, que cuando entró en vigencia, la exigencia de estas 

medidas era tan demandantes que de manera provisoria se le dio el carácter de 

medida cautelar, sin embargo, varios juristas han coincidió en negar la naturaleza 

cautelar de estas medidas. 
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Las características de una medida cautelar exigen que ésta sea provisoria, 

instrumental y variable, es decir, su permanencia depende del proceso principal, que 

sirve para garantizar el cumplimiento efectivo de la sentencia. Si bien es cierto, las 

medidas cumplen dos de esas características, las MDP contenidas en la Ley nro. 

30364 no son cautelares, toda vez que no tiene como objetivo garantizar el 

cumplimiento de la sentencia, muy por el contrario, la intención del dictado de las MDP 

obedece, al objetivo de proteger a la víctima y las consecuencias de la violencia que 

denuncia. 

Tabla 1 

Características de las Medidas de protección 

Nro. Característica Descripción 

1.    Congruentes Las víctimas de violencia cuentan con condiciones que 
hacen particular cada realidad en la que viven las 
consecuencia de las violencias, por ejemplo, la edad, clase 
social, discapacidad o incapacidad, desequilibrio 
emocional, etc, por lo que las medidas de protección deben 
ser congruentes con sus realidades. 

2.    Oportunas Cada víctima de violencia necesitan medidas distintas que 
deben ser dictadas de manera que impida el crecimiento 
progresivo de la violencia. 

3.    Provisionales La existencia de las medidas de protección dependen del 
seguimiento del proceso y de la resolución del caso. 

4.    Obligatorias El artículo 24° estipula el procedimiento cuando se 
incumple el mandato de una medida de protección, con la 
intervención del Ministerio Público 

5.    Tutelares Toda víctima tiene el derecho al acceso a la justicia, siendo 
obligación del estado garantizar acciones afirmativas para 
el ejercicio tutetar de las víctimas 

6.    Personalísimas Debido a la naturaleza de las medidas de protección, éstas 
no pueden transmitirse a otras. 
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7.    Irrenunciables Las víctimas de violencia de género suelen no percibir la 
violencia en la que viven o simplemente lo suelen 
normalizar, sin embargo, no están exentas de las 
consecuencias nocivas de la violencia, por lo que, aunque 
lo soliciten, no se deben renunciar a las medidas de 
protección. 

8.    Variables Como las medidas responden a la necesidad de la víctima, 
y la realidad contextual de las mismas es cambiante, las 
medidas exigen ser variables, según consideraciones  que 
tome el juez. 

9.    No producen 

Cosa Juzgada 

Debido a la misma naturaleza temporal de las medidas, 
éstas no lo permiten 

 

Durante la pandemia por COVID-19, se implementaron medidas para fortalecer 

el Sistema Nacional para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra 

las mujeres y los integrantes del grupo familiar. El 27 de abril se publicó el D. L. nro. 

1470, teniendo por objeto establecer medidas específicas para reforzar las 

actuaciones del Estado y así poder garantizar la atención para los casos de violencia 

contra la mujer o cualquier integrante del grupo familiar.  

Las disposiciones contenidas en el D. L. N.° 1470 solo son aplicables durante 

la emergencia sanitaria de la pandemia, por lo tanto, se resalta su carácter temporal 

y geográfico. Para el otorgamiento de Medidas De Protección (MDP) durante el 

estado de emergencia se tienen que ajustar a las siguientes reglas:  

1. Atención de denuncias: Se atenderán todos los casos de denuncia de 

violencia y se comunicará inmediatamente al juzgado competente, empleando 

para ello los medios tecnológicos y electrónicos que le permitan trasladar la 

denuncia lo más rápido posible.  
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2. Emisión de medidas de protección y/o cautelares: Se prescinden de las 

audiencias para otorgar las MDP, las cuales deberán ser dictadas y ejecutadas 

el mismo día. Se establece la necesidad de dictar medidas cautelares para 

controlar que el agresor no se encuentre en el mismo lugar con la víctima.  

3. Ejecución de las medidas de protección: La ejecución debe ser inmediata 

sin consideración del nivel de riesgo que pueda representar para la víctima. 

Tienen igual efecto las MDP con riesgo severo que fueron dictadas antes de la 

pandemia.  

4. Atención en salud a las víctimas de violencia: Es deber del Ministerio de 

Salud, mediante los centros de salud garantizar la atención de urgencia y 

emergencia a la mujer e integrantes del grupo familiar víctimas de violencia. 

Se debe tener énfasis en la atención de las víctimas de violencia sexual, 

teniendo como medida el otorgamiento del kit con la finalidad de garantizar su 

integridad, además de las medidas de seguridad personal y sanitarias.  

5. Atención de niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia: Se 

conforman equipos especializados para la atención de menores de edad en 

desprotección.  

La Defensoría del Pueblo, ha presentado el informe N.° 007-2020-DP/ADM 

sobre el acceso a la justicia y las MDP durante el estado de emergencia, teniendo 

como objetivo evaluar la emisión y la ejecución de las medidas de protección dictadas 

a las víctimas de violencia durante la pandemia. De igual forma, este informe pretende 

evaluar la eficacia de las medidas otorgadas y la ejecución de las mismas por parte 

de la P.N.P.  

De las conclusiones más destacables de este documento se tiene:  
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1. Durante el primer mes del aislamiento social obligatorio, se percibió un 

descenso en las denuncias, en los casos registrados y en las medidas de 

protección ejecutadas antes de la emisión del D.L.1470 debido a la falta de 

regulación en la atención de violencia. Posterior a la publicación del referido 

decreto, se evidencia cómo los indicadores han ido incrementando.  

2. Entre enero y febrero (antes de la declaración del estado de emergencia), los 

módulos integrados de violencia familiar, grupo especializado del Poder 

Judicial, presentaron una disminución de casos y de medidas, oscilando entre 

16.5%. Entre febrero y marzo, la reducción fue de 48% en los mismos 

indicadores. Para abril, la ejecución de medidas de protección disminuyó un 

52.8% 

3. Contrario a la diligencia e inmediatez que exige el proceso por violencia contra 

la mujer y las medidas de protección, este informe da cuenta que el 12.3% de 

los denunciados se encuentran no habidos. El 17% de los casos se encuentran 

con la Policía Nacional del Perú, no habiendo corrido traslado porque siguen 

en investigaciones.  

4. El incumplimiento de las medidas de protección y la desobediencia a la 

autoridad aumentaron durante el estado de emergencia. En los primeros días 

de marzo se registraron 372 medidas de protección burladas, y en los 

siguientes días, hasta 406.  

De la supervisión a 193 comisarías se tiene que 15 de ellas no cuenta con un 

registro sobre las MDP que tienen que ejecutar. El 76% señala que no cuenta con el 

apoyo de las municipalidades para la ejecución de las medidas de protección y solo 

el 55% de comisarías cuenta con vehículos para hacer patrullaje. Un 20% no cuenta 
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con servicios tecnológicos como el internet, computadoras, celulares que le faciliten 

el auxilio inmediato al llamado de la víctima. 

Medidas cautelares. 

El juez a solicitud de la víctima o de oficio, se pronuncia respecto a las medidas 

cautelares en la audiencia oral, resguardando de esta manera, las pretensiones de 

alimento, sobre la tenencia, régimen o cualquier otro conexo que resulte necesario 

para garantizar su bienestar. 

El juez le informa a la víctima sobre su derecho a iniciar un proceso sobre las 

materias mencionadas, de aceptar seguir con el proceso, se oficia al Ministerio de 

Justicia y DDHH, que de acuerdo a las competencias señaladas en el artículo N.° 45 

de la ley, numeral 5, inciso b), sobre los sectores e instituciones involucradas para 

implementar mecanismos que complementen la lucha contra la violencia a la mujer, 

el Ministerio de Justicia y Derecho Humanos le compete brindar servicio de defensa 

pública a las víctimas. 

Otorgamiento de Medidas De Protección (MDP). 

Las MDP son todas aquellas decisiones que adopta el estado mediante 

instituciones públicas con el objetivo de hacer efectiva la protección integral y el 

cuidado de la víctima frente a la agresión y al agresor, para neutralizar los daños 

causados por la violencia ejercida por el agresor. 

El Juzgado tiene la capacidad de extender las MDP necesarias para asegurar 

su bienestar, si determina que existe una relación entre la víctima y el denunciado; o 

si existe dependencia por parte de la víctima; o si tiene alguna discapacidad; una 

situación vulnerable en su condición económica y social; si el hecho fue grave y es 

posible que exista otra agresión; si la víctima tiene algún indicio que evidencie 

vulnerabilidad; si se determina la peligrosidad de la persona denunciada, etc.  
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La ley nro. 30364, detalla procedimiento rápido de atención a las víctimas de 

violencia que logran denunciar, otorgando un plazo máximo de 72 horas para que la 

víctima reciba MDP por parte del Juzgado penales o de Familia, según corresponda, 

bajo la actualización del artículo 15 de la norma, mediante Decreto Legislativo N.° 

1368, que establece que las denuncias también se pueden hacer de manera directa.  

El procedimiento señala que, luego de recibir la denuncia por violencia contra 

la mujer e integrante del grupo familiar ante la P.N.P. Fiscalía de Familia, Mixta, Penal 

o Juzgado de Familia, estos organismos deben aplicar en la víctima una ficha de 

valoración de riesgo, que permitirá al juez, reconocer las de MDP que cada víctima 

necesita. 

Ineficacia de las Medidas De Protección (MDP). 

Son muchos los factores que pueden incidir en la ineficacia de las MDP, como 

el incumplimiento por parte de la P.N.P., que debe contar con un mapa georeferencial 

de las víctimas con MDP y un canal de comunicación para acudir rápidamente a los 

llamados de resguardo y protección.  

Otro factor a incidir en la ineficacia es la afectación del plazo señalado en la 

ley nro. 30364, para el otorgamiento de medidas públicas, la Defensoría del pueblo 

ha reportado graves denuncias al respecto en su Informe de Adjuntía N.° 12-2019-

DP/ADM. 

Defensoría del Pueblo (2019) señala:  

El 43% de las Fiscalías Provinciales Penales señala que remite los casos de 

violencia contra las mujeres en el plazo de 24 horas a los juzgados de familia 

para la emisión de las medidas de protección. Sin embargo, el 30% derivan 

estos casos entre 2 y 5 días; y el 7%, en más de 5 días, excediendo el plazo 

legal de 24 horas establecido en el artículo 15-B de la Ley nro 30364. En el 
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caso de las FPTE, el 42% remite los casos de violencia contra las mujeres a 

los juzgados de familia en el plazo de 24 horas para la emisión de las MDP 

correspondientes; el 39% de ellos lo remite en 2 días y un 12% en 3 días. (p. 

13). 

Un ejercicio para entender la ineficacia de estas medidas es revisar los 

registros de violencia de años anteriores a la promulgación de la Ley nro. 30364, es 

decir en el 2015, con los registros de violencia de años posteriores a la publicación 

de la norma.  

Tabla 2 

Reporte de violencia sexual en los CEM´s a nivel nacional. 

 2018 2019 

M H M H 

ENERO 8,428 1,479 12,575 1,916 

FEBRERO 8,122 1,432 11,134 1,807 

MARZO 8,244 1,582 12,433 1,987 

ABRIL 9,258 1,667 12,380 2,039 

MAYO 9,293 1,691 12,894 2,365 

JUNIO 8,747 1,497 12,522 2,282 
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JULIO 9,382 1,728 12,808 2,526 

AGOSTO 9,599 1,753 12,954 2,291 

SETIEMBRE 9,903 1,766 13,881 2,329 

OCTUBRE 10,549 1,720 13,836 2,453 

NOVIEMBRE 11,009 1,885 13,852 2,388 

DICIEMBRE 11,193 1,770 13,823 2,410 

TOTAL 113,727 19,970 155,092 26,793 

 

Como se puede observar en la tabla, es sustancial la diferencia entre del 

número de mujeres agredidas con el número de casos cuya víctima sean hombres. 

Se tiene que considerar que, dentro de las cifras de los hombres, también están 

considerados niños y adolescentes que también resultan víctimas de la agresión de 

otros hombres. Cuando la PNP, toma conocimiento de un caso de violencia contra la 

mujer o algún integrante del grupo familiar, tiene un plazo de 24 horas, según artículo 

15° de la ley, para que, en el ejercicio de sus funciones, remita el atestado donde 

deben contener la información necesaria y relevante para el desarrollo del proceso. 

Mientras que el plazo que se le da al Poder Judicial para la interposición de la 

denuncia es de 72 horas ante un Juzgado de familia o equivalente. 

Benavides (2020) señala: “El atestado policial es un documento importante que 

contiene información relevante que nos muestra la situación de violencia en la que se 
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desarrolló el presunto acto delictivo” (p. 91). En una sociedad donde se ha 

normalizado la violencia, resulta contraproducente contar con una policía poco 

capacitada en género que comprenda las realidades de las consecuencias de las 

distintas violencias, dando como resultado atestados deficientes, toda vez que el 

plazos limitado para la presentación del atestado como lo señala el artículo 15° de la 

ley, puede generar que el agente policial no resuma lo actuado de manera correcta. 

Proporcional al número de denuncias por violencia de contra la mujer, los 

atestados remitidos al Ministerio Público generan acumulación de carga, generando 

consecuentemente en la deficiencia de la atención de los casos. 

Criterios para dictar Medidas De Protección (MDP). 

Las MDP que son otorgadas para la protección de las víctimas de VDG o 

cualquier integrante del grupo familiar, se mantienen vigentes mientras persistan las 

condiciones de riesgo y se extenderá hasta la sentencia que emita el Juzgado penal 

o hasta el pronunciamiento del fiscal decida no presentar denuncia por resolución 

denegatoria, salvo que tal pronunciamiento sea impugnado, tal como es señalado en 

el artículo 23 de la ley nro. 30364. 

Gálvez (2018) sostiene: 

Las condiciones de cada víctima son distintas. Cuando la víctima interpone una 

denuncia en cualquier comisaría a nivel nacional, La PNP, en cumplimiento del 

artículo 28° de la ley, aplica una ficha valoración de riesgo, sirviendo como 

indicador para el otorgamiento de las MDP y previniendo un posible feminicidio. 

Así mismo, el Juzgado de familia, deberá tener en cuenta la existencia de 

antecedentes policiales o sentencias anteriores de la persona denunciada que 

denoten la personalidad peligrosa del denunciado. (p.83) 
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Otras consideraciones que debe tener en cuenta el Juez competente es la 

relación entre la víctima y el denunciado, así como un perfil psicológico y emocional 

de la víctima a fin de determinar la relación de dependencia de la víctima con la 

persona denunciada, los factores socioeconómicos de la víctima, la gravedad de los 

hechos y la posibilidad de la reiteración en la agresión, o cualquier otro aspecto que 

evidencien el estado de vulnerabilidad de la víctima o la peligrosidad del denunciado. 

Las MDP que suelen emplearse para proteger a la denunciante víctima de 

violencia es el retiro del agresor del domicilio, el impedimento de acoso, la prohibición 

de tenencia, pretenden garantizar la integridad física, psíquica y moral, entre otros. 

Aunque las medidas están bien planteadas, no hay una correcta ejecución de estas 

medidas, porque la norma ya cuenta con la rigurosidad necesaria, pero las cifras de 

violación a estas medidas siguen siendo elevadas. 

Ficha de Valoración de riesgo. 

La Ley nro. 30364 detalla los criterios que el juzgado de familia debe considerar 

para poder dictar las MDP. El principal criterio es el de la ficha de valoración de riesgos 

y los resultados de los informes sociales que emiten las instancias correspondientes. 

De existir antecedentes policiales o alguna sentencia en contra el denunciado por 

actos de agresión contra la mujer, delitos contra la vida, el cuerpo y la salud o 

cualquier otro que determine su peligrosidad, el juzgado competente deberá 

considerarlo para el dictado de las medidas de seguridad.  

La ficha que aplica la P.N.P., Poder Judicial o Ministerio público, es un 

instrumento relevante que tiene el objetivo de valorar, medir y detectar los riesgos que 

puede sufrir la persona que denuncia violencia dentro del grupo familiar por parte de 

la persona denunciada. Con este instrumento se podrá aplicar y valorar las MDP que 

sean necesarias para neutralizar cualquier efecto nocivo de la violencia. Cuando la 
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PNP, remite la denuncia y el contenido del informe policial al Juzgado de Familia y la 

fiscalía penal, este informe debe contener no sólo los datos de la víctima denunciante 

y de la persona denunciada, sino la ficha valoración de riesgo debidamente llenada.  

Gálvez (2018) señala:  

Este instrumento cuenta con 19 ítems que sirve para valorar el riesgo a la que 

están expuestas las mujeres denunciantes mayores de 14 años. Actualmente 

es la Policía Nacional quien realiza la valoración de la realidad de las víctimas 

e informa para la elección de las MDP de las denunciantes. (p.59) 

La investigadora considera que las consecuencias de no tener una perspectiva 

de género e interculturalidad (por ejemplo, que comprenda la violencia que se origina 

por orientación sexual, la violencia económica u originadas por la diversidad cultural), 

impide que el agente policial pueda identificar los elementos que puedan ser 

relevantes para determinar de manera correcta las medidas que si respondan a las 

necesidades de la víctima.  

Incumplimiento de las Medidas De Protección (MDP). 

Las MDP que son dictadas a partir de hechos que configuran VDG o en contra 

algún integrante del grupo familiar son imperativas. El artículo 24 de la ley señala que 

la persona que desobedezca, incumpla o resista tales medidas, incurrirá en el delito 

de resistencia o desobediencia a la autoridad, en relación al Código Penal, en su 

artículo 368, que sanciona con una pena privativa no menor de 5 años ni mayor de 8.  

Cuando el Juzgado de Familia o quien asuma el rol, toma conocimiento de las 

MDP, traslada el hecho a la fiscalía penal para que puedan proceder de acuerdo a 

sus atribuciones, tal como lo especifica el artículo 41, inciso 5 del reglamento de la 

Ley nro. 30364.  

Defensoría del Pueblo (2019) señala: 
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De acuerdo con la supervisión realizada en los despachos de las Fiscalías 

Provinciales Penales, se tiene que en el primer semestre del año 2019 el 61% 

(37) de ellos recibió comunicaciones de los juzgados de familia. Estos 37 

despachos recibieron un total de 493 referencias donde se les solicitaba que 

se inicie proceso penal por el delito de resistencia o desobediencia a la 

autoridad, debido al incumplimiento de las MDP y/o cautelares dictadas a favor 

de las víctimas de violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar. 

Mientras que el 23% (14) de los despachos informa que no recibió 

comunicaciones, el 11% (7) manifiesta que nunca le fueron comunicadas, y el 

5% (3) no suministra información. (p. 36) 

      El código penal peruano precisa en su artículo 368° que cuando se 

desobedece o resiste una medida de protección, la pena privativa de libertad será no 

menor de cinco ni mayor a ocho años. 

Tipos de violencia 

Las Violencia familiar: La violencia familiar es definida por la Organización 

Mundial de la Salud como el uso deliberado de la fuerza física o el poder contra otra 

persona, contra sí mismo, contra un grupo o comunidad, en grado de amenaza o 

efectivo, ocasionando daños físicos, psicológicos, muerte, privaciones o trastornos 

del desarrollo. Aunque esta definición que propone la OMS es amplia, es importante 

porque abarca distintos tipos de agresiones; no solo golpes o daños físicos, sino 

también, daños psicológicos. Frente a este problema latente y creciente en la 

sociedad peruana, se ha promulgado distintas normas que se proponen a combatir, 

atender y erradicar la VDG.  

Violencia contra las mujeres: Son las múltiples denuncias y manifestaciones 

feministas y de activistas por los DDHH quienes han ido visibilizando este tipo de 
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agresiones hasta ser conscientes de la gravedad que implica tolerar y permitir como 

sociedad estas agresiones. La violencia hacia las mujeres son todos aquellos actos 

de VDG, que genera daño físico, sexual o psicológico, que pueden manifestarse a 

través de amenazas, coacción, intimidación, privación de la libertad o muerte. En el 

mundo, un tercio de todas las mujeres que ha tenido una relación de pareja, asegura 

haber sufrido violencia psicológica, física o sexual por parte de sus parejas.  

Violencia física: Son aquellas acciones que generan daños intencionales, 

empleando la fuerza física o sirviéndose de objetos con la intención de generar daño 

en el cuerpo y consecuencias físicas internas y externas. Estas agresiones vulneran 

los derechos de la otra persona, que, en su mayoría de veces, no pueden ni tienen la 

capacidad de defenderse. Esta es ejercida en cualquier espacio, público o privado, y 

ejercida por cualquier persona que tiene la intención de causar heridas, lesiones, 

fracturas, etc.  

Violencia psicológica: se manifiestan a través del maltrato verbal, el control, el 

aislamiento, el acoso, la privación de recursos materiales, personales o financieros 

con la finalidad de manipular a la persona. El agresor ataca la integridad emocional o 

espiritual de la víctima a través de los insultos, creando inseguridades y mediante la 

tiranía que representa un maltrato emocional y psicológico que lastiman la confianza 

de las víctimas, creando incluso, dependencia emocional.  

Violencia económica:  Hasta hace unos años no se identificaba a este tipo de 

violencia. Se trata de una forma de control y manipulación que ejerce el agresor sobre 

la víctima, generalmente en relaciones de pareja, donde no se le permite que se 

disponga de manera libre de los gastos para cubrir las necesidades. Este tipo de 

agresiones se dan generalmente en los hogares, donde la víctima debe encontrar la 

manera de justificar los gastos del dinero, y someterse a la obediencia hacia el agresor 
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a fin de tener el presupuesto para cubrir esas necesidades básicas. La violencia 

económica también se puede manifestar cuando el agresor dispone de todo el sueldo 

de las víctimas, prohibiendo la libertad de gestionar sus propios ingresos. De esta 

manera la economía se vuelve una forma de violencia por el control y el sufrimiento 

de depender de otra persona para cubrir, incluso, los gastos de las necesidades más 

básicas.  

Violencia sexual: Se define a este tipo de violencia como cualquier acto sexual, 

consumado o en grado de tentativa, los comentarios o insinuaciones sexuales no 

consentidos, o cualquier forma de comercializar la sexualidad de una persona a través 

de la coacción. Este tipo de agresiones se dan en espacios libres de agentes externos, 

pudiendo ser en el lugar del trabajo o el hogar. La violencia sexual requiere del uso 

de la fuerza físico, la intimidación, amenaza, coacción para obligar a la otra persona 

lleve a cabo el acto sexual u otros comportamientos de carácter sexual que no son 

deseados. En el Perú esta conducta está penada con mucha rigurosidad debido a los 

altos índices de violencia sexual que existen, incluso a menores de edad, estando hoy 

sancionado por la legislación con cadena perpetua, sin beneficios penitenciarios y sin 

prescripción del delito. 

Audiencia.  

De una manera rápida y eficiente, el Juzgado de familia cita a las partes para 

la realización de audiencia para determinar las medidas cautelares o de protección 

más idóneos para las víctimas de violencia, dejando constancia la realización del acto. 

En la audiencia, en virtud de la no revictimización de la denunciante, se garantiza que 

la víctima se encuentre libre de cualquier forma de intimidación, subordinación, o 

influencia del denunciado, para ello, su declaración solo será necesaria cuando se 

requiera aclarar algún tipo información, no obligándola a repetir la historia brindada 
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ante la comisaría o donde se haya realizado la denuncia. Los CEM´s tienen gran 

responsabilidad en el acompañamiento y atención psicológico y legal al servicio de 

las víctimas de violencia contra la mujer o integrantes del grupo familiar. 

Marco Legal de las Medidas de Protección contra la violencia a la mujer.  

Marco Jurídico Internacional: 

El proceso de la eliminación de toda violencia contra la mujer y el 

reconocimiento de sus derechos ha sido lento en la legislación internacional, 

impidiendo que la mujer, a través de los años, disfrute de una vida plena libre de 

violencia. Sin embargo, el actual marco jurídico internacional respalda la propuesta 

de la igualdad de derechos, con un enfoque interseccional, intercultural y de género. 

Tabla 3 

Legislación Internacional 

LEGISLACIÓN INTERNACIONAL 

Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales 

Declaración de Naciones Unidas sobre eliminación de violencia sobre la mujer (1993) 

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 

Mujer 

Convención sobre los Derechos del Niño 

 

Marco Jurídico Nacional: 

La Constitución política del Perú: Del primer artículo de la Constitución peruana 

se puede advertir que todas las políticas y normas que se puedan emitir deben estar 
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enfocadas a defender a la persona, así como el respeto de su dignidad. Asimismo, en 

la Constitución del 93, en su artículo 2, inciso uno, enfatiza sobre el derecho a la vida, 

a la identidad, a la integridad moral, psíquica y física, al libre desarrollo y bienestar. 

El Estado, en su rol protector, tiene la obligación de tomar medidas que neutralicen 

rápidamente cualquier manifestación de violencia. De la misma manera, el artículo 2, 

inciso 22, señala el derecho que tienen las personas a la paz, la tranquilidad, el 

disfrute del tiempo libre, así como el derecho de gozar de un ambiente equilibrado y 

adecuado al desarrollo de la paz. Sin embargo, en virtud de la lucha frontal que tienen 

otros instrumentos legales internacionales, la investigadora considera que la Carta 

Magna necesita reforzarse desde una perspectiva de género. 

Código Penal: El Código especifica en su artículo 122-B sobre las agresiones 

en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar. Si tomamos en cuenta la 

postura del Tribunal Constitucional, la Constitución y la Ley nro. 30364, veremos que 

existe concordancia con lo propuesto por este cuerpo normativo, en el marco legal de 

la lucha contra la violencia a la mujer y los integrantes del grupo familiar.  

Código Procesal Civil: El Código Procesal Civil, en su artículo 53°, hace 

referencia a las facultades coercitivas que cuenta el Juez, pudiendo éste imponer 

sanciones pecuniarias o la detención hasta de veinticuatro horas a quien resista el 

mandato sin justificación. En relación a este artículo, se le complementa lo 

mencionado el artículo 611° de este cuerpo normativo, ya que señala que el juez 

puede emitir una decisión preventiva (por ejemplo, medidas de protección) cuando 

constituya un peligro la demora del proceso o cualquier otra causa justificable (por 

ejemplo, violencia familiar). Según la postura del Tribunal Constitucional y la 

Constitución, se puede señalar que existe concordancia con lo mencionado en el 
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artículo 53° y 611° del Código Procesal Civil con toda vez que resulta necesario la 

tutela anticipada y el respeto por los mandatos del juez. 

Convención Belém do Pará: Éste representa el instrumento internacional más 

invocado en el marco legal de la lucha contra la violencia a la mujer por su contenido 

específico, puesto que el objetivo principal es prevenir, sancionar y erradicar la 

violencia que se ejerce en contra de la mujer. La convención define en su artículo 1°, 

el concepto de violencia contra la mujer, indicando que se trata de cualquier acción o 

conducta basada en el género, que ocasione la muerte, daño o sufrimiento físico, 

sexual o psicológico a la mujer en el ámbito público y privado. Sobre los deberes que 

tienen los estados que ratificaron la Convención, se menciona en el artículo 7, inciso 

f), que las políticas estatales y decisiones deben estar orientadas a establecer los 

procedimientos legales justos y eficaces que contengan MDP, juicio justo y el acceso 

efectivo a estos procedimientos, y debe estar dirigida a la mujer víctima de violencia.  

Jurisprudencia:  

El TC ha emitido o se ha pronunciado sobre las medidas de protección en la 

Resolución EXP. N.° 0338-2019-AA/TC, el cual considera preceptos y figuras 

jurídicas que están concatenados con la Constitución política del Perú. 

Entre las bases plantea: a) Principio de no ser privado del derecho de defensa: 

Toda persona debe ser informada inmediatamente y por escrito las razones por las 

cuales es detenido. Tiene derecho a elegir y comunicarse con un abogado defensor 

para que no quede en estado de indefensión. De igual forma, el detenido tiene 

derecho a ser oído, debe contar con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable; b) derecho a una vida sin violencia: Se trata de un derecho humano 

reconocido por organismos internacionales como la Convención Interamericana para 
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prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, “Convención de Belém do 

Pará”, en su artículo 3°.  

El derecho fundamental que tiene toda mujer a una vida libre de violencia es el 

objetivo que existe detrás de la intervención sobre el derecho de defensa respecto al 

dictado de medidas de protección en este expediente. Esta jurisprudencia resulta 

importante porque la parte de José Guillermo Colonia solicita al TC la nulidad de la 

resolución donde se le dicta medidas de protección a María Luisa Paredes, alegando 

que esta resolución confirmada por todas las instancias superiores violaba su legítimo 

derecho de defensa.  

Al respecto, el TC ha señalado que el trámite de las MDP es independiente al 

proceso de la denuncia interpuesta por violencia, toda vez que el dictado de las MDP 

no representa la acusación directa de responsable penal al presunto agresor de 

violencia. La responsabilidad penal se tendrá que determinar en el proceso según la 

normatividad procesal penal. 

En concordancia con lo señalado por el Tribunal, se debe recordar que la ley 

nro. 30364 señala que el objeto de establecer MDP, es asegurar la integridad personal 

de la persona que realiza la denuncia.  

De lo expresado por el TC, se desprenden tres postulados centrales respecto 

a las medidas de protección: a) Es constitucional el dictado de medidas de protección 

a favor de mujeres víctimas de violencia, prescindiendo de la declaración del 

denunciado y de la audiencia para salvaguardar la integridad de la denunciante. Para 

el otorgamiento de medidas de protección, solo podría bastar la evaluación de la Ficha 

Valoración de Riesgo. En virtud del artículo 16° de la ley nro. 30364, el Juzgado de 

Familia puede ordenar las medidas de protección, así como las medidas cautelares 

que considere pertinentes y que respondan a la necesidad  de la víctima, obviando la 
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audiencia en consideración de la urgencia con la que se debe auxiliar a la 

denunciante; b) el uso de la Ficha Valoración de riesgo es un instrumento objetivo 

para analizar el riesgo de violencia que enfrenta la mujer, dando como resultado los 

niveles de violencia que puede ser un riesgo es leve, moderado o severo. Gracias a 

la aplicación de este instrumento se puede ayudar a detener la violencia que se ejerce 

contra la denunciante o prevenir que se suscite nuevamente los actos de violencia; c) 

En concordancia con el artículo 1°, 2° y 3° de la Constitución política del Perú, el 

derecho a una vida libre de violencia es un derecho fundamental que tienen todas las 

personas, pero en especial las mujeres, con el objetivo de garantizar y asegurar el 

desarrollo de una vida sin violencias de ningún tipo. El reconocimiento de este 

derecho se origina de la interrelación de cuatro derechos fundamentales que están 

contenidos en la Constitución: el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal, 

el derecho a la igualdad y el derecho al libre desarrollo de la personalidad. Es decir, 

el derecho a una vida libre de violencia se fundamenta con el mismo fin constitucional.  

Asimismo, el TC enfatiza en el argumento 79, en base al artículo 55 de la 

Constitución: a) El Perú aprobó y ratificó la Convención de Belém do Pará, entrando 

en vigencia el 4 de julio de 1996, y ya había aprobado la Convención sobre la 

Eliminación de todas las formas Discriminación contra la mujer (CEDAW) en 1982.  

En virtud de lo señalado en el artículo 55° de la Carta Magna, estas dos normativas 

internacionales son parte del derecho nacional y representan un parámetro de 

interpretación en nuestro propio sistema jurídico. 

Tabla 4 

Legislación Nacional 

LEGISLACIÓN NACIONAL 

Ley nro 30364 «Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres 

y los integrantes del grupo familiar» y Reglamento 
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Ley 30403. Ley que prohíbe el uso del castigo físico y humillante contra los niños, niñas 

y adolescentes  

Ley 28983 «Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres» 

Decreto Legislativo 1410, sanciona los actos de acoso en todas sus modalidades. 

Decreto Supremo 012-2019-MIMP. Aprueba el Protocolo de protección frente a la 

violencia contra las mujeres e integrantes del grupo familiar 

Resolución Ministerial 328-2019-MIMP, actualiza ficha de valoración de riesgo. 

Género. 

Cueva (2022) sostiene: “La perspectiva de género es uno de los seis enfoques 

que la ley nro. 30364 considera en el artículo 3°. Sobre el enfoque de género se han 

desarrollado calurosos debates, incluso se realizaron masivas marchas para evitar 

esta perspectiva de análisis” (p. 45).  

Una de las investigaciones más minuciosas sobre la perspectiva de género es 

la de Marcela Lagarde, quien se fundamenta en la teoría de género, dentro del marco 

del paradigma del feminismo. Lagarde reconoce que el feminismo ha representado 

un nuevo episodio en la larga opresión patriarcal, donde las mujeres tenían grandes 

limitaciones y oportunidades no solo en lo político y social, sino también existía 

limitaciones en lo académico.  

El análisis de género es una síntesis entre la teoría de género y la llamada 

perspectiva de género. Esta vista es estructura moral y conduce a la filosofía de las 

generaciones futuras porque el concepto de la naturaleza humana centrado en el ser 

humano ignora a la mitad de la humanidad: la mujer. A pesar de estar en el mundo 

patriarcal, las mujeres existen. Vale la pena señalar que el humanismo no los ha 

notado. Contar con perspectiva de género es promover la construcción subjetiva y 

social de cosas nuevas.  
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Este término contiene conceptos muy amplios y diversos entre sí, sin embargo, 

se precisará los conceptos que faciliten la comprensión del marco de investigación. 

El género se refiere al conjunto de todos los mandatos o creencias que le son 

atribuidas a hombres y mujeres, el género rompe con el determinismo del sexo 

biológico que establece qué es lo propio de un hombre y no de una mujer, y viceversa, 

a partir de la diferencia sexual. Un análisis bajo la perspectiva de género, se puede 

fungir de filtro la interpretación que se realiza de cualquier circunstancia política, 

social, religiosa, cultural o cotidiano. Esto incidirá de manera frecuente sobre lo que 

no podemos hacer, decir o pensar porque se fundamenta en relaciones de poder, 

estereotipos de género, discriminación o violencia. El género nos permite reconocer 

la dominación masculina, la violencia institucionalizada, las situaciones de opresión 

que sitúan al hombre en una posición de privilegio a costa de la opresión de la mujer. 

Componentes:  

El género está compuesto por tres elementos que deben ser entendidos para 

entender el derecho a tener condiciones de igualdad de género:  

Roles de género: A hombres y mujeres le son asignados distintos roles solo 

por ser hombre o por ser mujeres, por ejemplo, se tiene la perspectiva patriarcal que 

el padre de familia es el jefe de la casa, el protector, el proveedor, mientras que la 

mujer tiene características reproductivas, sobre ellas recae la responsabilidad de 

cuidado del hogar, de crianza de los hijos/as. Los roles de género son aquellas 

actitudes, acciones y comportamientos que la sociedad considera que es “propia” y 

correcta de un hombre y de una mujer, de acuerdo a las normas culturales 

tradicionales que se perpetúan en los procesos de socialización. Como ya se ha 

estudiado del género, los roles basados en ellos no son estáticos ni universales, son 

dependientes de cada cultura y es intergeneracional. También dependen de 
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entidades sociales como la clase social, el estatus social y económico, la orientación 

sexual, la condición de salud, etnia, etc. 

Espacios de género: Los estereotipos de género se ven determinados por el 

espacio, toda vez que se ha limitado el espacio de la mujer al hogar, lo privado, 

mientras que, para los hombres, han tenido más libertad de desarrollo y 

apoderamiento de los espacios abiertos, la calle, el trabajo, el barrio.  

Atributos de género: Se esperan atributos distintos de un hombre y una mujer, 

para ellos es más fácil expresar agresividad, y las personas lo aceptan más 

rápidamente porque del hombre se espera fuerza, rudeza, hasta irracionalidad; sin 

embargo, a las mujeres esas actitudes no se le han tolerado, de ellas es más 

aceptable la dulzura, la emoción, la debilidad, el sacrificio 

Identidad de género: La identidad en base al género se refiere a cómo cada 

persona se siente de forma individual, íntima y profunda respecto a su experiencia de 

género y los factores internos y externos que esto comprende. La identidad de género 

puede coincidir o no con el sexo asignado al nacer. 

Igualdad de Género. 

Diversos organismos internacionales sitúan la igualdad de género como uno 

de los grandes objetivos a alcanzar antes del 2030.  

Egusquiza (2021) señala: “Se trata de un Derecho humano fundamental y 

necesario si se pretende un mundo más pacífico, equitativo e inclusivo. Se refiere a 

la ausencia de discriminación sobre la base del sexo” (p. 44).  

El reconocimiento de la igualdad de género como derecho humano ha sido una 

larga lucha de mujeres organizadas y de la continua denuncia y visibilización de casos 

de violencia. Actualmente es considerado un derecho directriz en las normativas 
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locales y nacionales, en políticas públicas, en estrategias y mecanismos que buscan 

erradicar la inmensa brecha de desigualdad existente entre hombres y mujeres.  

Campoverde (2021) precisa: “El derecho a la igualdad de género es un 

principio jurídico universal que parte del reconocimiento de la desigualdad histórica 

que la mujer ha soportado, sufriendo discriminación y violencia solo por el hecho de 

ser mujeres” (p. 48).  

En materia de legislación, el Perú ha tenido un proceso dolorosamente lento 

en comparación de naciones vecinas y es probable que los efectos de la pandemia 

producto de la propagación del virus COVID-19 sea el retroceso de los pocos avances 

que se ha tenido en materia de género. 

En necesaria la revisión histórica del rol de las mujeres en la vida política y 

social para entender los conceptos de desigualdad de género. Esta desigualdad 

responde al fenómeno estructural y común que se repiten entre todas las sociedades 

y culturas:  

-La naturalización de la sumisión de las mujeres y la jerarquía sexual que existe 

sobre ellas. 

-Otorgan mayor valor, poder, influencia y autoridad sobre los hombres y 

deslegitima a la mujer a través de estereotipos y roles que debilitan su poder, posición 

personal, política o social. 

-Desvalorizan todo lo relacionado a lo femenino, propician la limitación de los 

derechos de las mujeres, las sobrecargan de trabajos domésticos, se crean techos 

de cristal que bloquean sus intentos de acceder a puestos más importantes. 
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Figura 1  

Evolución del índice de desigualdad de género 

 

 

Enfoque de Género. 

Egusquiza (2021) señala: “El género se refiere al rol que la sociedad asigna a 

cada persona, el conjunto de comportamiento y atributos que la sociedad consideran 

apropiadas para hombres y mujeres” (p. 25). 

Estas construcciones sociales son aprendidas y repetidas en el proceso de 

socialización; representando un sistema de medición desigual que favorece al hombre 

por sobre la mujer. En ese sentido, Egusquiza (2021) señala: “El enfoque de género 

permite analizar la realidad de esta sociedad considerando las limitaciones que tiene 

la mujer por la construcción social que se origina a partir de su sexo” (p. 28). El 

enfoque de género representa de esta manera una perspectiva de análisis que 

permite entender la terrible opresión de la que la mujer es víctima. 

Violencia de Género - VDG. 

La VDG ha representado un silencioso fenómeno que ha ido creciendo con el 

paso de las décadas, provocando desigualdad, relaciones de subordinación y de 

poder. Las distintas estadísticas muestran las alarmantes cifras de víctimas que han 
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perdido hasta la vida en manos de sus agresores. Frente a esta realidad, se han 

implementado diversas normas que le han tratado de dar batalla a esta problemática. 

Muchas de estas normativas han hecho mella a la VDG debido a que no se analizaba 

con un enfoque de género. Esta ley señala un proceso especial para los trámites de 

denuncias por los actos de violencia, que facilita dictar las MDP y medidas cautelares 

que tienen como propósito garantizar el bienestar y la integridad de las víctimas de 

VDG en un plazo de setenta y dos horas. 

Autonomía de la mujer. 

La autonomía personal es un concepto desarrollado en varios campos de 

estudio, pero siempre reúne valores de emancipación, autogobierno y de la 

realización de la libertad personal a través de la puesta en práctica de la racionalidad. 

También se recurre a definirla como la igualdad para respetar las decisiones de la 

otra persona. 

Sin embargo, como se ha reforzado con las teorías y los análisis sobre el 

género, es necesario entender esta autonomía como una forma de oposición a los 

modelos impuestos de feminidad y masculinidad, así como el modelo de dominación 

y opresión. En este sentido, el término “autonomía” se hace más amplio y completo, 

pues rechaza tajantemente la discriminación, la marginación y cualquier tendencia 

por negar la autopercepción que cada persona tiene de sí misma, siendo más 

profundo el aporte sobre las reivindicaciones de las mujeres.  

La autonomía es un concepto que se define como capacidad, competencia o 

aptitud que tienen las personas. Este concepto está sujeto a sufrir condicionamientos 

en su ejercicio, es decir, que una persona sea más autónoma o menos autónoma, 

dependerá de varios factores, condiciones internas y externas al sujeto. Recordemos 

que Kant planteaba a la racionalidad como condición interna sobre la autonomía.   
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Pérez (2018) señala:  

Un factor interno se podría considerar la independencia, en el sentido de que 

cada persona debe decidir por sí misma decisiones que le son relevantes. Este 

mismo factor, desde otra perspectiva, también se aplica en el aspecto externo, 

en el sentido que debe tener conciencia de su posición y la distancia que lo 

vincula al resto de personas, pues las decisiones que toma sobre su persona, 

puede perjudicar a los demás. Las condiciones externas están orientadas a 

todas aquellas circunstancias que facilitan o limitan el ejercicio de esta 

autonomía. (p. 35) 

En ese sentido, la autonomía para las mujeres significa contar con la capacidad 

y las condiciones para tomar decisiones que le competen a su vida de manera libre. 

Las estrategias y mecanismos implementados para que las mujeres puedan adquirir 

mayor autonomía deben estar dirigidas a la equitativa repartición de las labores 

domésticas y el cuidado de los hijos/as; la prevención, sanción y erradicación de la 

VDG; y la mejora de condiciones para que las mujeres participen en la vida política y 

en los espacios de toma de decisiones en total igualdad y en condiciones justas que 

no atenten contra su integridad y dignidad. 

Las mujeres representan más de la mitad de la población mundial, sin 

embargo, son las que más sufren violencia en todas las etapas de su vida, en todo el 

planeta. Los derechos de las mujeres son DDHH, por lo tanto, los estados tienen la 

obligación de ejercer todas las medidas para asegurar la integridad física, psíquica y 

moral. 
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Órgano auxiliar especializado en género que supervise las Medidas De 

Protección (MDP) 

No existe un dirección o entidad con perspectiva de género que pueda 

supervisar la ejecución de las MDP dictadas para proteger a la víctima de violencia 

contra la mujer que sí responda a sus necesidades. La investigadora propone la 

creación de tal órgano que garantice la igualdad de derechos, razones jurídicas que 

sustentan la implementación con legislación comparada.  

Es urgente que se adopten soluciones más efectivas para lograr efectividad de 

la aplicación de las MDP. En tal sentido, la implementación de un órgano auxiliar 

conformado por psicólogos/as, abogados/as, trabajadores/as sociales, 

educadores/as, profesores/as de diversos talleres que cuenten con una educación 

basada en género permitirá comprender las diversas circunstancias en las que son 

afectadas las mujeres por las violencias que denuncian. Este equipo multidisciplinario 

tendrá funciones orientadas al fiel cumplimiento de las MDP que brinda el órgano 

jurisdiccional con la finalidad de una pronta recuperación de la víctima, reformular sus 

metas personales, laborales y a escapar de los círculos de violencia. 

Competencia de la P.N.P. 

La Policía Nacional del Perú, dentro del marco de la Ley nro. 30364, se 

encuentra en la obligación de poner en conocimiento a los juzgados de familia, sobre 

cualquier caso de violencia contra la mujer o integrantes del grupo familiar recibidas 

en cualquier comisaría a nivel nacional, dentro de las 24 horas suscitado el hecho. De 

ser flagrante el delito de violencia, los efectivos policiales deben de proceder de 

manera inmediata en la detención del agresor, aún si esto exige el allanamiento de 

domicilio donde se suscitan los hechos. Respecto a las MDP, la P.N.P., es la entidad 

responsable de ejecutar las medidas dictadas. Para la realización de estas funciones, 
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deben contar con un mapa georreferencial de las víctimas con MDP y un canal de 

comunicación para acudir rápidamente a los llamados de resguardo y protección. 

El artículo 378° del Código Penal, sanciona hasta con dos años al policía que 

se rehúsa, omite o retarda sin causa justificada, la prestación de un auxilio legalmente 

requerido por la autoridad civil. Y de dos a cuatro años, si la víctima que pide auxilio 

se encuentra en situación de peligro.  

El artículo 47° del Decreto Supremo que modifica el Reglamento de la Ley nro. 

30364, señala las acciones policiales para la ejecución de las MDP. Además de 

mantener actualizado el mapa georreferencial, de las víctimas y sus respectivas 

medidas, la jurisdicción policial debe contar con un plan para mantener informado al 

Juzgado sobre el seguimiento de la ejecución de las MDP, son responsabilidades de 

la policía verificar a través de entrevista con las víctimas sus datos y domicilio a fin de 

obtener mayor información relevante para el dictado de MDP o cautelares; informar a 

la denunciante sobre la existencia de las medidas; realizar rondas inopinadas y visitas 

a las víctimas de violencia y prestar inmediato auxilio con el llamado de los 

denunciantes. 

Competencia del Equipo Multidisciplinario del Poder Judicial. 

La Supervisión de la ejecución de las MDP también es competencia del Equipo 

Multidisciplinario del Poder Judicial por disposición del Juzgado de Familia, cuando 

las víctimas sean poblaciones vulnerables. Este equipo multidisciplinario realizará 

visitas periódicas e inopinadas para la supervisión del real cumplimiento de las MDP 

dictadas. Esta función también la puede asumir los Centros de salud mental, centros 

defensoriales, demuna, los hospitales, el INABIF, los CMS´s, la estrategia rural o los 

gobiernos locales de acuerdo a sus competencias.  
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El artículo 377°, modificado por la primera disposición complementaria 

modificatoria de la ley nro. 30364, sanciona hasta dos años de cárcel y con treinta a 

sesenta días-multa al funcionario público que, ilegalmente, omite, rehúsa o retarda 

algún acto de su cargo. Y de dos ni mayor de cinco años cuando la solicitud esté 

referida a las garantías personales o caso de violencia familiar,  

Marco Legal de la Igualdad de Género.  

Marco Jurídico Internacional: 

Documentos vinculantes:  

-Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: Documento aprobado por 

el Perú mediante Decreto Ley nro. 22128, de 1978, a través del cual, los Estados 

Parte se comprometen a garantizar la igualdad de goce entre hombres y mujeres 

frente a los derechos civiles y políticos.  

-Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: 

Documento aprobado por Decreto Ley N° 22129 de 1978. En ella, los Estados Partes 

se comprometen a garantizar el ejercicio a hombres y mujeres de los derechos 

económicos, sociales y culturales contenidos en el Pacto.  

-Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 

contra la Mujer – CEDAW: aprobada por Resolución Legislativa Nº 23432 de 1982. 

Un aporte significativo de este Convenio respecto al derecho a la igualdad de género, 

es determinar que el concepto de igualdad formal. 

-Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer – Convención Belém Do Pará, de 1996. Se reconoce la violencia de 

género como violación a los derechos humanos  

Documentos No Vinculantes:  
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-Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Organización de las Naciones 

Unidas: normativa directriz para varios Estados del mundo, cuenta con una 

perspectiva de género en su lucha contra la violencia hacia la mujer. La Organización 

Internacional del Trabajo, ha señalado, por su parte, que el término “género” se utiliza 

para asociar los roles, responsabilidades, obstáculos, posibilidades y necesidades de 

las mujeres y de hombres en todas las áreas y en cualquier contexto social. 

-VI Conferencia Internacional de la Mujer, Beijing (1995): incorpora un nuevo 

mecanismo de actuación que es la transversalidad de la perspectiva de género; y un 

nuevo objetivo, que era el empoderamiento de las mujeres. Estos elementos 

incorporados permitieron ampliar las estrategias y objetivos en el tratamiento de la 

desigualdad de las mujeres.  

-Estrategia de Montevideo para alcanzar la igualdad de género en la región al 

2030 

-Consenso de Santo Domingo para avanzar en la igualdad de género 

Marco Jurídico Nacional: 

En el marco legal peruano, existen una serie de iniciativas para promover la 

igualdad de oportunidades: 

-La Constitución política del Perú, en su artículo 4°, precisa que es el Estado 

quien se encarga de proteger de manera especial al niño/a, al adolescente, a la mujer 

que es madre y a los ancianos que se encuentren en alguna situación de abandono. 

En el artículo 110° señala que todas las personas tenemos derecho a la seguridad 

social y su protección, procurando una mejor calidad de vida. De la constitución se 

puede advertir que tales premisas manifiestan el respaldo constitucional para la 

protección de las mujeres y integrantes del grupo familiar que se encuentren 

desprotegidos o en circunstancias que atenten contra la dignidad de las personas 
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-La Ley de Igualdad de Oportunidades entre hombres y mujeres Nº 28983, que 

propone un marco legal para la igualdad entre hombres y mujeres. 

-Decreto Supremo N° 008-2019-MIMP, el Plan Nacional de Igualdad de 

Género.  

·El Decreto Supremo N° 008-2016-MIMP que aprueba el “Plan Nacional Contra 

la Violencia de Género 2016 - 2021”. Promueve la prevención, investigación, sanción 

y erradicación de la violencia de género para disminuir las desigualdades sociales y 

las relaciones asimétricas de poder (MIMP, 2016). 

·El Decreto Supremo N° 005-2017-MIMP. 

Triangulación.  

Tabla 5 

Triangulación de teorías 

Proposiciones normativas Interpretaciones 

1.- Ley Nro. 30364 
 Artículo 22° 
  
  
  
  
 
 
 
 
 
  
  
  
2.- Decreto Legislativo N° 1470 

La ley nro 30364, en el marco legal de 
la lucha contra la violencia hacia la mujer, 
cuenta con un procedimiento rápido de 
atención a las víctimas de violencia que logran 
denunciar, otorgando un plazo máximo de 72 
horas para que la víctima reciba medidas de 
protección por parte del Juzgado penales o de 
Familia, según corresponda, bajo la 
actualización del artículo 15 de la norma, 
mediante Decreto Legislativo N.° 1368, que 
establece que las denuncias también se 
pueden hacer de manera directa. 

En el marco de la emergencia sanitaria 
generada por la propagación del virus COVID-
19, se implementaron medidas para fortalecer 
el Sistema Nacional para la prevención, 
sanción y erradicación de la violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar. En 
virtud a lo señalado, el 27 de abril se publicó el 
Decreto Legislativo nro 1470, teniendo por 
objeto establecer medidas específicas para 
reforzar las actuaciones del Estado y así poder 
garantizar la atención para los casos de 
violencia contra la mujer o cualquier integrante 
del grupo familiar. 



72 

 

 

Relaciones empíricas 
(semejanza) 

 Contraste 

1.- Las normas reconocen la 
necesidad de minimizar los efectos 
nocivos de la violencia. Al tratarse de una 
violación de derechos humanos, la 
violencia contra la mujer exige un trato 
prioritario, por lo que, de manera 
diligente, de dictan unas medidas y 
mecanismos procesales con el objetivo 
de neutralizar las consecuencias dañinas 
de la violencia. Estas medidas, junto con 
las cautelares, con validez a nivel 
nacional, son dictadas por el juzgado de 
familia a través de una audiencia a la que 
son citadas las partes 

 2.- Las normas buscan otorgar 
tutela inmediata a favor de la víctima con 
la intención de evitar el crecimiento 
progresivo de la violencia y sancionar 
rápidamente al agresor desde una 
perspectiva de reeducación en el 
cumplimiento de la condena. 

-  Las características de una medida 
cautelar exigen que ésta sea provisoria, 
instrumental y variable, es decir, su 
permanencia depende del proceso principal, 
que sirve para garantizar el cumplimiento 
efectivo de la sentencia y que puede sufrir 
modificaciones en cuanto a forma, monto y 
bienes. Si bien es cierto, las medidas cumplen 
dos de esas características, las medidas de 
protección contenidas en la Ley nro 30364 no 
son cautelares, toda vez que no tiene como 
finalidad asegurar el cumplimiento de la 
sentencia, muy por el contrario, la intención del 
dictado de las medidas de protección obedece, 
como ya se ha señalado, al objetivo de 
proteger a la víctima y las consecuencias de la 
violencia que denuncia. 

- Busca establecer restar inmediato 
auxilio con el llamado de los denunciantes 

Selección de las mejores 
propuestas 

Reformulación de las normas 

1.- Implementar un órgano auxiliar 
especializado en género que supervise el 
otorgamiento de las medidas, con el 
objetivo de hacerlas más eficientes y 
eficaces 

2.- Capacitación constante en 
enfoque de género para los agentes que 
intervienes en la lucha contra la violencia 
a la mujer 

- El estado debe ejercer sus funciones 
protectoras de derechos humanos, partiendo 
del análisis de la real situación de las medidas 
de protección otorgadas y su efectividad en el 
cumplimiento de sus objetivos. 

No obstante, para garantizar la 
efectividad de la norma, se debe optar por 
soluciones alternativas que favorezcan a las 
mujeres y a las víctimas de violencia. 

 

2.3. Definición conceptual de la terminología empleada 

Agresor: El agresor es aquel sujeto que causa daño a otro ser humano, sobre 

algún interés de esta o sobre algún derecho o bien. Las agresiones son 

manifestaciones de violencia que se expresan en el ámbito familiar en su mayoría de 

veces, sin presencia de agentes externos que socorran o protejan a las víctimas. Sin 

embargo, este tipo de violencias afectan a las familias y a la sociedad.  
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Enfoque de Género: Este enfoque permite reconocer las circunstancias 

asimétricas en las relaciones interpersonales, encontrando las diferencias basadas 

en género como consecuencia de los modelos de feminidad y masculinidad 

impuestas, generando varios tipos de violencia. Este enfoque permite encaminar el 

diseño de las políticas públicas y estrategias para lograr una igualdad de 

oportunidades entre mujeres y hombres.  

Enfoque de Integridad: Este enfoque permite reconocer la violencia que se 

origina cuando confluyen causas y factores en ámbitos familiares, individual o 

comunitario.  

Enfoque de interculturalidad: Mediante este enfoque se puede reconocer la 

necesidad de establecer vías de comunicación entre las distintas culturas, con el 

objetivo de erradicar todo tipo de violencia en toda la diversidad de la sociedad 

peruana. Este enfoque lucha contra todo tipo de discriminación o prácticas que 

impidan el goce real de la igualdad de derechos entre personas de diversos géneros.  

Enfoque de interseccionalidad: Este enfoque reconoce que las mujeres no 

sufren la violencia de la misma manera, ya que sobre ella inciden factores como su 

clase social, orientación sexual, discapacidad, etnia, color, religión, opinión política, 

origen nacional, condición seropositiva, condición de inmigrante, edad, etc.  

Enfoque generacional: Las condiciones de vida y el desarrollo de la misma 

se ven afectadas por las relaciones de poder que existen entre distintas edades. 

Feminismo: movimiento político, filosófico, sociológico y cultural que reivindica 

los derechos de las mujeres en condiciones justas y de igualdad. 

Misoginia: Odio, aversión y/o desprecio hacia las mujeres. 
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Patriarcado: Forma de organización social, económica y cultural que garantiza 

la situación de privilegios de los hombres respecto a las mujeres, perpetuando las 

estructuras de poder a través de mandatos sociales, legales, culturales o simbólicos.  

Protección integral: La protección integral es el reconocimiento de los 

derechos que son inherentes a las personas. Es decir, es un conjunto de normas, 

planes, políticas públicas, programas y acciones que priorizan que desde el estado 

se puede garantizar los derechos de las mujeres y menores, sin discriminación de 

ningún tipo. La protección integral se orienta principalmente en las poblaciones 

vulnerables y se imparte teniendo como base principios generales como la no 

discriminación, el interés superior del menor, la prioridad absoluta y el principio de 

solidaridad.  

Sexo: Son aquellas características biológicas y físicas a través de la cual 

clasifican a los seres humanos como hombres o como mujeres. A partir de ellas, se 

crean construcciones sociales y culturales que determina expectativas, roles, poder, 

mandados sociales, tareas. 

Sistema sexo - género: Se refiere a las formas existentes de relación, los 

papeles, funciones, poder asignados en función del sexo y los mandatos de género, 

en relación del sexo de cada persona.  

Sexismo: Métodos y estrategias conscientes para mantener la sumisión de las 

mujeres, reforzando pensamientos de una supuesta inferioridad física, moral o 

intelectual.  

Socialización: Procesos de interrelación entre las personas, a través de las 

cuales se internalizan y aprenden normas, valores, comportamientos, considerados 

correctos por la sociedad. El proceso de socialización se acompaña con premios o 

sanciones a comportamientos o pensamientos que atenten contra lo socialmente 
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establecido por mandato de género. Señalaría Simone de Beauvoir “no se nace mujer, 

se aprende a serlo”. 

Víctima: Se considera víctima a toda persona que sufre las consecuencias de 

algún daño o perjuicio debido a una causa fortuita, culpa ajena o daño intencional. En 

el enfoque legal, la víctima es todo individuo que sufre algún delito. Se convierten en 

víctimas de ese hecho a pesar que pueden o no haber sufrido distintos tipos de daños 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO III 

MARCO METODOLÓGICO
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3.1. Tipo y diseño de investigación 

Tamayo (2003) menciona:  

El tipo y diseño de investigación son de mucha importancia en la investigación 

jurídica porque señalan la naturaleza, contenido y los procedimientos 

metodológicos seguidos por los investigadores. La relevancia del tipo de 

estudio radica en la forma científica, conforme al diseño seguido. (p. 35)  

El tipo de investigación es cualitativa o hermenéutica, pues aborda la 

categorización de las unidades de investigación basadas en las MDP y el derecho a 

la igualdad de género, en el contexto de violencia contra la mujer a través de teorías 

y normas. La hermenéutica es el conocimiento y arte de la interpretación, sobre todo 

de textos, para determinar el significado exacto de las palabras mediante las cuales 

se ha expresado un pensamiento.  

El diseño empleado es la Teoría Fundamentada, pues requiere de un riguroso 

estudio para la definición de un concepto. Asimismo, el nivel es descriptivo 

exploratorio, al tratarse de una problemática que requiere analizarse desde la 

triangulación de teorías.   

3.2. Escenario de estudio y sujetos participantes 

Escenario de estudio 

Es necesario detallar y determinar el espacio geográfico sobre el que se 

aplicarán los instrumentos para el recojo de datos. En la presenta investigación se 

centra en el territorio de Lima.  

Sujetos participantes 

El trabajo de investigación tiene como participantes a abogadas expertas en la 

Ley nro. 30364, en materia de violencia de género y los derechos de la mujer, son las 

abogadas especializadas en perspectiva de género y comisionadas de la Adjuntía 
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para los Derechos de la Mujer, de la Defensoría del Pueblo, por lo que han sido 

escogidas por la relevancia y/o importancia que a la fecha vienen presentando en los 

procesos y las políticas públicas respecto a la violencia contra la mujer que se reporta 

cotidianamente, pero sobre todo, por el gran conocimiento en el tema de igualdad de 

género con que desarrollan sus casos, siendo estos de manera ininterrumpida y de 

interés público. 

 Respecto a las características para seleccionar a expertos, Strauss (2015) 

señala: “Importan para la calificación e idoneidad los expertos que terminaron siendo 

pieza clave para resolver la problemática, para ello se tomó en consideración a las 

opiniones aportadas por los expertos, el interés consistió en definir sus cualidades” 

(p. 60). 

Muestra por expertos 

La muestra es la parte de un total de participación. Para este estudio se ha 

contado con la participación de 7 abogadas especializadas en estudios de género, 

derechos humanos y derecho penal, a través de una entrevista semiestructurada. 

Tabla 6 

Matriz de participantes 

N. ° EXPERTA DESCRIPCIÓN 

1.        DRA. MARGOT ERIKA 
ANCHANTE RAMOS 

Comisionada en la Defensoría del Pueblo. 

2.        DRA. NADDIA GERALDINE 
GONZAGA MEOÑO 

Comisionada en la Defensoría del Pueblo. 

3.  DRA. YURI GABRIELA 
MARCELO PÉREZ 

Comisionada en la Defensoría del Pueblo. 

4.  DRA. ANDREA MARCELA 
PALIZA OLIVARES 

Comisionada en la Defensoría del Pueblo. 
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5.  DRA. RUBY DEISMARY 
PACO LEGUA 

Comisionada en la Defensoría del Pueblo. 

6.  DRA. ISABEL NATALIA 
ORTÍZ URBIZAGÁSTEGUI 

Comisionada en la Defensoría del Pueblo. 

7.  DRA. DIANA PORTAL Comisionada en la Defensoría del Pueblo. 

 

3.3 Supuestos categóricos 

Supuesto categórico general  

Es posible que las medidas de protección se aplican respetando el derecho a 

la igualdad de género. 

Supuestos categóricos específicos 

Es posible que las medidas de protección sean eficaces para proteger el 

derecho a una vida libre de violencia. 

Es posible que las medidas de protección sean eficaces para proteger la 

autonomía de las mujeres.  

Es posible que sea necesaria la creación de un órgano especializado en 

género que supervise las medidas de protección. 

Es posible que el retiro del agresor del domicilio en el que se encuentra la 

víctima y el impedimento de acercamiento o proximidad a la víctima en cualquier 

forma sean medidas de protección efectivas para proteger a las víctimas de violencia 

contra la mujer.  

3.4    Categoría y categorización 

De acuerdo a las principales categorías después de los respectivos análisis a 

la normativa vigente, jurisprudencia y autores que justifiquen su estudio, por 

consiguiente, se pueden observar en las siguientes tablas y cuadros: 
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Tabla 7 

Categorías: Medidas de protección y Derecho a la Igualdad de Género 

CATEGORIAS SUBCATEGO
RIAS 

PREGUNTAS 

MEDIDAS DE 
PROTECCIÓN 

Retiro del 
agresor del 
domicilio en 

el que se 
encuentre la 

víctima. 

1.- ¿Considera usted, que las medidas de protección se 
aplican y ejecutan respetando el derecho a la igualdad 
de género? 

2.- ¿Considera que el retiro del agresor del domicilio en 
el que se encuentra la víctima, es una medida de 
protección efectiva para proteger a las víctimas de 
violencia contra la mujer? 

Impedimento 
de 

acercamient
o o 

proximidad a 
la víctima en 

cualquier 
forma 

3.- ¿Considera que el  impedimento de acercamiento o 
proximidad a la víctima en cualquier forma, es una 
medida de protección efectiva para proteger a las 
víctimas de violencia contra la mujer? 

DERECHO A 
LA IGUALDAD 
DE GÉNERO 

Derechos a 
una vida 
libre de 

violencia 

4.- ¿Considera usted que las medidas de protección son 
eficaces para proteger el derecho a una vida libre de 
violencia, en virtud del derecho a la igualdad de género? 

Autonomía 
de las 

mujeres 

5.- ¿Considera usted que las medidas de protección son 
eficaces para proteger la autonomía de las mujeres, en 
virtud del derecho a la igualdad de género? 

Órgano 
auxiliar 

especializad
o en género 

6.- ¿Considera necesaria la creación de un órgano 
auxiliar especializado en género que supervise las 
medidas de protección en la lucha contra la violencia de 
género? 

 

3.5 Métodos, técnicas de investigación 

Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

Las Técnicas/instrumentos de recolección de información está en función del 

método utilizado, en este caso el enfoque cualitativo, por lo cual se utiliza textos 

escritos y orales, entrevistas a expertos, encuestas a adolescentes, historias de vida 

y relato de la problemática. En tal sentido la técnica a utilizar es la entrevista a 

expertos con formulación de preguntas abiertas, para lo cual se utiliza como 

instrumento la Guía de entrevista. 

Después de haber realizado la entrevista semi estructurada a las expertas y 

hacer una selección de material documentario pertinente a la investigación; se 
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procedió a ser analizado al programa Atlas Ti, posteriormente generar carpetas en 

relación con las categorías que hemos codificado según palabras o frases 

determinadas que permitan un mejor manejo de la información introducida, siendo 

más fácil su visualización y ubicación, posteriormente se podrá obtener esquemas.  

Es preciso señalar que los instrumentos se componen de tres características: 

i) La validez de estos instrumentos: el cual radica en que serán oportunamente 

aprobados por expertos en metodología y buscará medir las categorías. 

ii) la confiabilidad de los instrumentos, el cual tienen que ver cuando las 

mediciones realizadas no varían de modo significativo en el tiempo. 

iii) Debe tratar de ser objetivo. 

Procedimiento 

Se toma la muestra conformada por 7 abogadas especialistas en derecho 

penal, estudios de género y derechos humanos, quienes responderán las preguntas 

elaboradas. Las entrevistados respaldaron la guía de entrevista con su firma, para 

obtener la validez y fiabilidad de la investigación. De esa manera se da confiabilidad 

al trabajo de investigación a fin de representar un aporte en la reflexión de la 

problemática sustentada.  

 El procedimiento del análisis para los datos inicia con la identificación de 

los expertos en el tema, la elaboración y validación del instrumento para su posterior 

aplicación. De esta manera se podrá obtener resultados que podrán ser discutidos 

para la formulación de las conclusiones y recomendaciones. Se aplicará una 

entrevista a las 7 expertas identificadas para posteriormente triangulizar y analizar los 

datos obtenidos. 

Dado que esta investigación es de enfoque cualitativo, se utiliza el programa 

ATLAS Ti, para analizar los datos y resultados obtenidos.  
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Instrumento 

Para darle validez y fiabilidad al instrumento que nos permite recoger las 

opiniones de las expertas en la materia mediante una guía de entrevista, éstos 

testimonios tendrán respaldo por el consentimiento de la aplicación del instrumento. 

Se plantea a las entrevistadas seis preguntas claras y precisas, las cuales nos 

permitirá acercarnos a los objetivos trazados en esta investigación. La información 

obtenida de la entrevista fue analizada a través de la triangulación que es una técnica 

utilizada de la combinación de distintos métodos de estudio. 

Para el uso del ATLAS Ti, se ha agregado datos o fuentes primarias: textos, 

figuras, diagramas, mapas y matrices. Con el apoyo de este programa se va a 

codificar los datos y resultados de acuerdo con el esquema prediseñado. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO IV 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE LOS DATOS 
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4.1. Análisis de fiabilidad de las categorías 

El instrumento a validar es una guía de entrevista. La investigadora ha 

recolectado los datos mediante la entrevista, siendo la fuente de información una 

entrevista semi estructurada con preguntas detalladas que deben ser respondidas por 

los expertos de acuerdo a su conocimiento y experiencia profesional. 

A través de la guía de entrevista se ha permitido obtener información necesaria 

para esclarecer el objetivo de la presente investigación. La respuesta de las expertas 

permitió triangular y procesar las respuestas en concordancia y divergencia con las 

respuestas de otros entrevistados, las cuales serán descritas de forma ordenada 

mediante tablas de triangulación y posteriormente, una debida interpretación de las 

coincidencias de las entrevistadas.    

4.2. Resultado descriptivo de las subcategorías 

Resultados del análisis de los trabajos previos 

Las preguntas resueltas por las expertas, conformado por siete abogadas 

expertas en estudios de género, derechos humanos y derecho penal han permitido 

realizar un análisis crítico sobre la problemática para que pueda ser examinada. 

Resultados del análisis de la doctrina 

De los resultados obtenidos en la aplicación de las entrevistas, se intentan 

alcanzar juicios y soportes a la presente investigación para darle más soporte a la 

investigación.  

Resultados del análisis de la posición de expertos 

Los resultados de los testimonios de las expertas pueden ser discrepantes, lo 

que nos permite hacer una evaluación de acuerdo a las dimensiones que cada una 

plantea.  
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4.3. Contrastación de categorías 

Interpretación y análisis de la entrevista 

Mediante la aplicación de la guía de entrevista a las abogadas expertas en la 

materia, se ha obtenido una valiosa información entre todas las entrevistadas. 

Tabla 8 

Pregunta 1 de la guía de entrevista 

¿Considera usted, que las medidas de protección se aplican y ejecutan respetando el 
derecho a la igualdad de género? 

EXPERTAS RESPUESTAS 

Dra. Margot Erika 
Anchante Ramos 

Considero que hay un serio problema tanto en la emisión como en la 
ejecución de las medidas de protección. En el mes de julio, la 
Defensoría del Pueblo realizó una supervisión a las 34 cortes 
superiores de justicia a nivel nacional, así como en 193 comisarías, 
siendo una de las principales conclusiones que las medidas de 
protección que se otorgan a las víctimas son genéricas y no garantizan 
una adecuada protección a las víctimas; así mismo, la policía no 
cuenta con los recursos necesarios para la ejecución de las mismas. 

Dra. Andrea 
Marcela Paliza 

Olivares 

Por un lado, las medidas de protección, como herramienta para 
garantizar el derecho a una vida libre de violencia, está sustentada y, 
a su vez, complementada por el principio/derecho de igualdad y no 
discriminación, ya que, al garantizar la seguridad, busca que la víctima 
pueda desarrollarse libremente. En ese sentido, considero que, 
teóricamente e incluso normativamente, se ajusta al derecho a la 
igualdad. Por otro lado, cuando hablamos de aplicación y ejecución 
que abarca además un ámbito extra normativo, el plano de la realidad 
(cómo se gestiona el uso de estas herramientas), considero que los 
operadores y las operadoras de justicia aún no logran vislumbrar los 
derechos que hay detrás de estas medidas. Se ha vuelto una 
aplicación casi mecánica, en la que no hay un análisis sesudo de las 
circunstancias y vulnerabilidad de una víctima. De este modo, no lo 
aplican porque son conscientes de que con estas se garantizará la 
igualdad de las personas a desarrollar su vida con mínimas 
condiciones de seguridad, sino porque así lo manda la norma. 
Finalmente, es importante mencionar que la igualdad de género no 
sólo se refiere a mujeres, y que la Ley N°30364 no sólo las protege a 
ellas. Importa también la situación de las personas con diversa 
orientación e identidad sexual. En este otro espacio de protección, el 
respeto a la igualdad de género es mínimo o nulo, no se les otorga 
medidas y se las excluye del ámbito de la ley. Por ejemplo, una mujer 
trans, no es mujer y una pareja homosexual no es parte del “grupo 
familiar”, etc. Sobre este punto, aún no se ha trabajado lo suficiente, 
lo que ha facilitado un comportamiento sistemático discriminatorio. 
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Dra. Isabel Natalia 
Ortiz 

Urbizagástegui 

No, debido a que el personal del policía encargado de la ejecutar las 
medidas de protección no se encuentran debidamente capacitados y 
desconocen el contenido; así como, los alcances del derecho a la 
igualdad de género. Asimismo, cabe mencionar que dentro de la 
institución no hay una dirección especifica que se enfoque en prevenir 
y atender los actos de violencia contra la mujer e integrantes del grupo 
familiar. A su vez, la alta rotación de personal en las distintas 
comisarías dificulta la especialización del personal que ejecuta las 
medidas. A esta situación descrita se suma que no hay una 
capacitación continua y obligatoria sobre la problemática, el 
ordenamiento jurídico vigente, enfoques que se deben observar y 
estándares de derecho humanos sobre garantizar un derecho libre de 
violencia.  

Dra. Naddia 
Geraldine Gonzaga 

Meoño 

Día a día se nos presentan casos y lamentablemente no existe en los 
jueces una mirada o sensibilización hacia el enfoque de género, 
motivo por el cual muchos de ellos no emiten estas medidas que ante 
los ojos de los demás urge brindárselas a las víctimas. La ejecución 
de estas medidas es aún muy débil en nuestro país. Si bien es cierto, 
la Ley 30364 señala plazos para que los juzgados puedan proceder 
con notificar a la policía Nacional del Perú, estos plazos no se respetan 
originado que las resoluciones se acumulen y no puedan ser 
ejecutadas. La justificación en que se ampara la policía es que una 
vez que se notifican las resoluciones, se ven impedidos de hacer 
seguimiento por cuanto no todas las dependencias cuentan con 
movilidad e incluso carecen del suficiente personal policías que se 
pueda encargar de esta función. 

Dra. Ruby Deismary 
Paco Legua 

De acuerdo a la experiencia laboral y los casos que seguimos día a 
día, en cuanto a la aplicación de las medidas de protección aún hay 
jueces en nuestro país que no tienen enfoque de género, rechazando 
la emisión de estas medidas a las mujeres víctimas que si las 
necesitan. Por otro lado, en cuanto a la ejecución de las medidas de 
protección es muy deficiente a nivel nacional siendo dos puntos los 
que originan este problema:  

1. El proceso de notificación de juzgado a la PNP tardar más de 
los plazos establecidos en la Ley 30364, mucho no cuentan 
con canales de notificación electrónico y es así como se 
acumula las resoluciones para ser ejecutadas. 

2. La PNP carece de instrumentos, tal vez no en su totalidad, 
pero si en la mayoría, faltando movilidad determinada que 
cumpla con la ejecución de las medidas en los diferentes 
tipos que se dictan, así mismo la falta de personal hace que 
no se abastezcan en cumplirlas.  

Dra. Diana Portal Las medidas de protección tienen como objetivo evitar que nuevos 
hechos de violencia ocurran contra la víctima, manteniéndola a salvo 
de estas agresiones. Estas medidas deben ser emitidas de acuerdo al 
nivel de riesgo y situación de vulnerabilidad en que se encuentran. 
Para ello, se aplica las fichas de valoración del riesgo. La Ley N°30364 
señala que luego de la recepción de la denuncia, los juzgados de 
familia deben emitir las medidas de protección. Esta misma norma que 
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son sujetos de protección las mujeres durante todo su ciclo de vida y 
los integrantes del grupo familiar, focalizándose en quienes se 
encuentren en relaciones de poder, confianza, y/o dependencia. 
Considerando que la Ley N°30364 parte del enfoque de género, así 
como el principio de igualdad y no discriminación como estándares de 
interpretación y aplicación, las medidas de protección responden a 
este marco. Por ello, en el marco normativo es adecuado y garantiza 
la igualdad de género; sin embargo, los obstáculos los ubicamos en la 
aplicación de las medidas de protección que muchas veces no 
responden a la situación de riesgo de las víctimas, no son 
implementadas ni monitoreadas adecuadamente. 

Dra. Yuri Gabriela 
Marcelo Pérez 

En la mayoría de los casos de violencia contra las mujeres no se 
ejecuta la medida de protección respetando la igualdad de género. La 
emisión y ejecución de las medidas de protección no reflejan 
circunstancias especiales de las víctimas de violencia. Si bien es 
cierto, la lista de estas medidas emitidas por el Juzgado de Familia en 
el marco de la Ley N° 30364 Y SU Reglamento no es una lista cerrada 
sino todo lo contrario el juez o la jueza para dictar una medida de 
protección debe considerar el contexto actual de la víctima para que 
dicha medida sea viable y eficaz y cumpla su finalidad que es la 
protección de la vida e integridad de las víctimas de violencia. Si se 
dicta una medida que no cumple con dicho fin estaremos ante un caso 
en el que se cumplió la formalidad de dictar unas medidas, pero la 
víctima se encontrará en una situación de riesgo eminente y una 
desprotección total que podría desencadenar escenarios de 
impunidad. 

Cuando nos referimos a que el juez/a debe considerar el contexto de 
riesgo de cada víctima debe tener en cuenta las situaciones que 
podrían hacer más vulnerable a una víctima, tales como la edad, las 
condiciones culturales, económicas, si es una persona con alguna 
discapacidad, sí es una víctima con antecedentes de violencia o riesgo 
inminente una tentativa de feminicidio, entre otros aspectos; ello con 
el objetivo que la medida de protección considere estos aspectos y al 
momento de ser ejecutados por el personal policial adopte las 
acciones correspondientes a fin de que su aplicación sea eficaz.   

CONVERGENCIAS Las expertas coinciden en señalar que las medidas de protección no 
se aplican y ejecutan respetando el derecho a la igualdad de género. 
Si bien es cierto, las medidas de protección son herramientas para 
garantizar el derecho a una vida libre de violencia y se encuentra 
sustentada teórica y normativamente en la igualdad de género, ésas 
medidas tienen una deficiencia en la emisión y en la ejecución de las 
mismas. Las expertas coinciden en señalar como un problema que las 
medidas de protección que se otorgan a las víctimas son genéricas y 
no garantizan una adecuada protección a las víctimas. Es decir, los/as 
operadores de justicia no se encuentran capacitados para aplicar 
enfoque de género en la emisión y aplicación de las medidas de 
protección.  
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DIVERGENCIAS Las expertas especialistas en estudios de género discrepan sobre las 
causas que originan este problema. Si bien se coincide en que la Ley 
nro. 30364 que contiene las medidas de protección tiene un sustento 
normativo y teórico con enfoque de género, se discrepa sobre los otros 
factores que inciden sobre la problemática de la violencia de contra la 
mujer, toda vez que algunas especialistas señalan como causa del 
problema al deficiente proceso de notificación del juzgado a la PNP, 
pues tardar más de los plazos establecidos en la Ley 30364, mucho 
no cuentan con canales de notificación electrónico incide en la 
afectación del derecho en la igualdad de género. Por otro lado, se 
reconoce que la mayoría de las comisarías carecen de instrumentos, 
faltando movilidad determinada que cumpla con la ejecución de las 
medidas de protección. 

 

Interpretación de las entrevistas 

De la apreciación crítica de las expertas especializadas en estudios de género, 

se puede concluir que las medidas de protección no se aplican y ejecutan respetando 

el derecho a la igualdad de género, toda vez que los/as operadores de la justicia no 

se encuentran capacitados con una perspectiva de género que les permita entender 

las desigualdades y violencias que viven las mujeres. Por otro lado, la PNP como 

institución encargada de aplicar y ejecutar las medidas de protección no cuentan con 

la capacitación ni las herramientas necesarias para el cumplimiento del deber de 

protección para las víctimas denunciantes. 

Tabla 9 

Pregunta 2 de la guía de entrevista 

¿Considera usted que las medidas de protección son eficaces para proteger el 
derecho a una vida libre de violencia, en virtud del derecho a la igualdad de género? 

EXPERTAS RESPUESTAS 

Dra. Margot Erika 
Anchante Ramos 

Las medidas de protección sólo serán eficaces si la policía cumple con 
sus labores de ejecución. No pueden quedar como una simple 
declaración plasmada en una resolución judicial. 
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Dra. Andrea 
Marcela Paliza 

Olivares 

Desde el punto de vista jurídico, uno de los objetivos principales de las 
medias de protección es garantizar el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia, que como señalaba, está ligado a la igualdad 
de género en atención al carácter de interdependencia que hay entre 
los derechos humanos. Ahora bien, la eficacia de las MP tiene dos 
aspectos: su emisión y su ejecución. La Comisión Interamericana ha 
señalado, en el caso Jessica Lenaham vs. Estados Unidos que: 

“Pese al reconocimiento de la incidencia, persistencia y gravedad del 
problema a nivel estatal y federal, y a la adopción de algunas medidas 
legislativas para enfrentar la situación, la respuesta histórica de los 
funcionarios policiales ha consistido en tratarlo como un asunto 
familiar y privado de baja prioridad, en comparación con otros delitos 
(Comisión Interamericana de derechos humanos. Jessica Lenaham vs 
USA. Fundamento 42).” 

En esa medida, el marco normativo y la resolución de medidas de 
protección cumplirán su objetivo (serán eficaces) si la PNP las 
implementa y las ejecuta. Respecto a este tema, aún hay mucho por 
trabajar ya que se han identificado diversos problemas para que se 
realice esta labor ya sea por la apatía de los policías, o por la falta de 
herramientas necesarias para hacerlo. Por ejemplo, contar con mapas 
georreferenciados, patrullas, etc. 

Dra. Isabel Natalia 
Ortiz 

Urbizagástegui 

Las medidas de protección serán eficaces para proteger el derecho 
libre de violencia cuando: 

1. Sean emitidas de forma adecuada observando del derecho a 
la igualdad de género; el contexto integral en el que se dan 
las situaciones de violencia para identificar si hay 
concurrencia de diversos tipos de violencia; así como, la 
identificación de la situación de poder e inequidades en la 
relación entre la persona afectada y el agresor. 

2. Sí son ejecutadas por personal policial capacitado no solo en 
la problemática de violencia contra la mujer sino en los 
estándares de protección del derecho a una vida libre de 
violencia; enfoque de género; así como, derechos humanos. 

Al carecer de estos supuestos de forma general se va a dar como 
consecuencia que las medidas de protección no van a resguardar de 
forma efectiva el derecho a una vida libre de violencia. 

Dra. Naddia 
Geraldine Gonzaga 

Meoño 

Si son eficaces ya que garantizan la integridad a la víctima, sin 
embargo, están deber ser reforzadas constantemente, su ejecución es 
el funcionamiento de debida protección a las víctimas. Se evita de esta 
manera el agresor vuelva a cometer este hecho de violencia.  

Dra. Ruby Deismary 
Paco Legua 

Si son eficaces ya que garantizan la integridad a la víctima, sin 
embargo, están deber ser reforzadas constantemente, su ejecución es 
el funcionamiento de debida protección a las víctimas. Se evita de esta 
manera el agresor vuelva a cometer este hecho de violencia.  

Dra. Diana Portal Considero que las medidas de protección enunciadas en la Ley 30364 
son una lista abierta que puede ser innovada por parte del juzgado de 
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familia a cargo del caso concreto. La eficacia se debe garantizar en la 
EJECUCIÓN de las mismas, lamentablemente la implementación por 
parte de la PNP no se realiza de forma adecuada, no hay un 
seguimiento ni monitoreo, así como un acompañamiento institucional 
a las víctimas. Recordemos que según el artículo 37° del TUO de la 
Ley 30364, son los juzgados de familia quienes disponen lo necesario 
para supervisar el cumplimiento de las medidas de protección, en 
coordinación con otras entidades pertinentes. Sin embargo, de las 
distintas supervisiones realizadas nos damos cuenta que esto en la 
realidad no se cumple. 

Dra. Yuri Gabriela 
Marcelo Pérez 

Considero que solo las medidas de protección como tal no son 
eficaces para proteger el derecho a una vida libre de violencia, sin 
embargo, si estas medidas vienen acompañadas de un plan de 
ejecución y monitoreo se puede medir la eficacia e incluso modificar la 
medida de protección su no cumple su finalidad, sobre este último 
cabe mencionar que, el artículo 42° del Reglamento de la Ley N| 30364 
contempla la apelación de las medidas de protección. 

De otro lado, señalar que el catálogo de las medidas de protección 
contempladas en el reglamento de la Ley no son las únicas medidas 
de protección y no es una lista cerrada. Sino que cada juez/a debería 
innovar al dictar una medida de protección en cada caso particular, sin 
duda alguna las medidas establecidas en la normativa cumplen con su 
finalidad cuando es dictada en el momento oportuno y en el caso 
particular que así lo exija. Las medidas de protección deben estar muy 
bien fundamentadas en el marco de los tratados internacionales de 
derechos de las mujeres y muy pocas resoluciones en el que se otorga 
la medida de protección por no decir ninguna fundamenta la medida 
dictada. 

CONVERGENCIAS Las expertas entrevistadas coinciden en señalar que las medidas de 
protección sólo serán eficaces en la medida que la PNP cumpla con 
sus labores de ejecución, lamentablemente la implementación por 
parte de la PNP no se realiza de forma correcta, no hay un seguimiento 
ni monitoreo, así como un acompañamiento institucional a las 
víctimas, carecen de mapas georreferenciales de las víctimas 
denunciantes y en muchas comisarías no cuentan ni con celulares, 
laptop, vehículos para hacer rondas de vigilancia en la casa de las 
víctimas. Es decir, las medidas de protección si pueden propiciar una 
vida libre de violencia, sin embargo, se coincide en señalar como 
principal problema la deficiencia en la ejecución de las medidas de 
protección, que actualmente son deberes de la PNP.  

DIVERGENCIAS Las medidas de protección no son las únicas que pueden incidir en el 
derecho a una vida libre de violencia, toda vez que también existen 
otras medidas cautelares que pueden variar o cambiarse si la primera 
dictada no cumple con la finalidad de reducir los efectos nocivos de la 
violencia contra la mujer o integrantes del grupo familiar.  

Interpretación de las entrevistas 
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De la apreciación crítica de las expertas especializadas en estudios de género, 

se puede concluir que las medidas de protección son eficaces para proteger el 

derecho a una vida libre de violencia, en virtud del derecho a la igualdad de género 

siempre que las instituciones involucradas, sobre todo la PNP deben cumplir con las 

funciones establecidas en la ley Nro. 30364. 

Tabla 10 

Pregunta 3 de la guía de entrevista 

¿Considera usted que las medidas de protección son eficaces para proteger la 
autonomía de las mujeres, en virtud del derecho a la igualdad de género? 

EXPERTAS RESPUESTAS 

Dra. Margot Erika 
Anchante Ramos 

Considero que en ese aspecto es necesario trabajar un poco más, ya 
que, como repito, los jueces/as emiten medidas genéricas a pesar de 
que la Ley N° 30364 prevé este aspecto. En ese sentido, sería 
importante capacitar en esta materia a las y los operadores/as. 

Dra. Andrea 
Marcela Paliza 

Olivares 

La dignidad es un concepto amplio; sin embargo, podemos entenderla 
como manifestación de la autonomía (Por ejemplo, para Kant, la 
autonomía es la base de la dignidad y la razón humana. Ver: Guttman, 
Thomas. Dignidad y autonomía: Reflexiones sobre la tradición 
kantiana.) Asimismo, la dignidad, desde la teoría de los derechos 
humanos, es una característica intrínseca de la humanidad, en ese 
sentido, el hecho de que todas y todos la poseamos nos hace iguales. 
De este modo, el derecho a la igualdad, fundado en la dignidad (y 
autonomía), buscara que todas las personas seamos tratadas de igual 
manera ante la ley (formal) y tengamos las mismas oportunidades 
(material). En relación a la igualdad material, hemos visto que las 
mujeres no pueden ejercer sus derechos debido a la discriminación 
expresada, en ocasiones, con hechos de violencia, lo que limita su 
autonomía y afecta su dignidad. Así, para corregir esta situación, las 
medidas de protección, como herramientas procesales, se convierten 
en un mecanismo de prevención de nuevos hechos de violencia, 
promoviendo que ejerzan su autonomía, por lo que serían eficaces. 

Sin embargo, debemos apuntar que no todas las medidas de 
protección son iguales, y que la aplicación de una u otra depende de 
las circunstancias, la razonabilidad y la ponderación de derechos. Es 
por esta razón que la Ley N°30364 no tiene una lista cerrada de 
medidas, sino que insta al juez o la jueza a innovar si la situación lo 
requiere, y a justificar sus decisiones. Esto porque, por un lado, se 
limitan derechos de los agresores (por ejemplo, el retiro del agresor 
puede afectar su derecho a la vivienda), pero, por otro, también 
algunos derechos de las victimas (por ejemplo, el traslado a un Hogar 
refugio temporal, limita su libertad de tránsito). En atención a ello, se 
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debe valorar también en qué medida o hasta qué punto una medida 
de protección puede garantizar la autonomía de la víctima, caso por 
caso. 

Dra. Isabel Natalia 
Ortiz 

Urbizagástegui 

Debido a que se carece de personal especializado o adecuadamente 
capacitado en la judicatura tanto como en la policía para efectos de la 
emisión y cumplimiento de las medidas de protección no resultan 
eficientes para proteger la autonomía física de las mujeres.  

Entre los principales problemas que se presentan son que los jueces 
no reconocen la concurrencia múltiple de diversas formas de violencia 
por lo que se emiten medidas de protección que no protegen a la 
víctima de forma integral. Asimismo, se carece de personal policial 
capacitado para la ejecución adecuada las medidas protección en aras 
del respeto de la igualdad de género pues por lo contrario en muchos 
casos no prestan un auxilio adecuado a las víctimas, no consideran 
como relevantes los casos e incluso justifican actos de violencia 
valiéndose de estereotipos de género.   

Dra. Naddia 
Geraldine Gonzaga 

Meoño 

Sería un éxito si fuesen eficaces, pero no lo son. Es necesario para 
ello, ahondar en el enfoque de género pues, nada justifica la inacción 
por parte del estado, cuando la violencia contra la mujer es uno de los 
temas prioritarios de su agenda y ello implica su autonomía. 

Dra. Ruby Deismary 
Paco Legua 

En cuanto a la autonomía de las mujeres, las medidas existentes no 
son eficaces, ya que no están específicamente determinadas para 
lograr que una mujer sea libre de discriminación. Si bien es cierto la 
Ley específica “otras que el juez considere necesarias”, no existe un 
debido criterio para especificarlas de acuerdo a la vulneración de la 
autonomía.  

Dra. Diana Portal Considero que es insuficiente, debido a la falta del deber de debida 
diligencia, la calidad en la formación de las y los operadores de 
servicios. No solo se trata de contar con un adecuado marco 
normativo, hace falta que las entidades especialicen a sus integrantes, 
que cuenten con presupuesto necesario y sobre todo que, en la ruta 
de articulación, cada instancia cumpla con el rol que le corresponde. 

Dra. Yuri Gabriela 

Marcelo Pérez 

Considero que no en los mismos términos de la pregunta número 6. 

(Rpta nro. 6: Sí podría ser viable la creación de un órgano auxiliar 
especializado en género sobre todo que supervise el cumplimiento de 
las medidas de protección sobre todo porque como lo mencioné líneas 
arriba la ejecución de las medidas debe estar acompañado de un plan 
de monitoreo que contemple acciones que permitan la ejecución de 
las medidas, y un órgano especializado en género y derechos 
humanos podría brindar lineamientos y propuesta de acciones que 
vayan acompañado de las medidas de protección. Además de ello 
este órgano especializado está formado en género y podría adoptarse 
algunas otras propuestas de legislación comparada que han sido 
exitosas para optimizar la ejecución de la medida de protección. Debe 
evaluarse quiénes integrarían este órgano auxiliar podría ser un 
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equipo multidisciplinario (social, legal, antropológica, salud y 
psicológica.) 

CONVERGENCIAS Las expertas entrevistadas no logran afirmar que las medidas de 
protección sean eficaces para proteger la autonomía de las mujeres. 
Si bien es cierto, las medidas de protección son un mecanismo de 
prevención de nuevos hechos de violencia, que cuentan con 
perspectiva de género teórica y normativamente, esto no resulta 
suficiente para reducir y erradicar los efectos nocivos de la violencia. 
Las expertas coinciden en señalar que las mujeres son víctimas de 
discriminación (por el hecho de serlo) vulnerando de esta manera su 
autonomía.  

DIVERGENCIAS Algunas entrevistadas señalan que el marco normativo jurídicamente 
correcto no es suficiente, cuando los jueces no reconocen la 
concurrencia múltiple de diversas formas de violencia por lo que se 
emiten medidas de protección que no responden a las necesidades y 
circunstancias de las denunciantes. Por otro lado, se precisa que se 
debe valorar también en qué medida o hasta qué punto una medida 
de protección puede garantizar la autonomía de la víctima, caso por 
caso. 

Interpretación de las entrevistas 

De la apreciación crítica de las expertas especializadas en estudios de género, 

se puede concluir que las medidas de protección no son eficaces para proteger la 

autonomía de las mujeres, en virtud del derecho a la igualdad de género, toda vez 

que en el proceso de socialización se ha normalizado la discriminación contra la mujer 

por el hecho de serlo. Esta discriminación se encuentra inmersa de manera 

sistemática en las instituciones involucradas en la lucha contra la violencia a la mujer, 

por ejemplo, en la PNP y Ministerio Publico. Esta discriminación a las mujeres impide 

el desarrollo libre de su derecho a la autonomía. 

Tabla 11 

Pregunta 4 de la guía de entrevista 

¿Considera necesaria la creación de un órgano auxiliar especializado en género que 
supervise las medidas de protección en la lucha contra la violencia de género? 

EXPERTAS RESPUESTAS 

Dra. Margot Erika 

Anchante Ramos 

Es una buena propuesta para cumplir con la finalidad de las medidas 
de protección. Desde la Defensoría del Pueblo se ha recomendado en 
nuestro informe sobre Medidas de Protección, que es necesario elevar 
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el rango de la División de Violencia Familiar de la Policía Nacional del 
Perú a la de Dirección. Por otra parte, la ley Orgánica del Poder 
Judicial responsabiliza a los jueces y juezas del cumplimiento de sus 
resoluciones. 

Dra. Andrea 
Marcela Paliza 

Olivares 

Sí. Una falencia constante que hemos constatado en las supervisiones 
está ligado a la falta de ejecución o ejecución deficiente de las medidas 
de protección. Al respecto, existe un stock de medidas de protección 
que no puede ser cubierta (garantizada) por la policía nacional, 
especialmente por falta de recursos (humanos, presupuestarios 
tecnológicos), pero también por la falta de seguimiento del 
cumplimiento de esta obligación de parte de los jueces/zas. Por ello, 
sería interesante que exista una instancia responsable de monitorear 
cómo se están implementando y verificar si deben ser reajustadas, 
ampliadas o suspendidas. 

Dra. Isabel Natalia 
Ortiz 

Urbizagástegui 

Sí, dicho órgano coadyuvaría a que se implementen las medias de 
protección de forma adecuada y por ende la protección a las víctimas 
sea efectiva. Asimismo, considero sería útil para orientar al propio 
personal policial ante dudas por medidas emitidas de forma incompleta 
por los juzgados. 

Por otro lado, contar con órgano supervisor va a ayudar a identificar 
de forma más eficiente cuales son los casos en los que el agresor o 
agresora transgrede las medidas; y en los cuales se ameritaría que se 
varíen o modifiquen las medidas a fin de evitar actos de violencia más 
graves como el feminicidio. 

Dra. Naddia 
Geraldine Gonzaga 

Meoño 

Considero que resultaría de esencial importancia, para el sistema de 
justicia, la existencia de este órgano especializado, con el cual ya no 
se vulneraría los derechos de las víctimas en espera de justicia. 

Dra. Ruby Deismary 
Paco Legua 

Si es necesaria la creación de un órgano especializado, ya que contará 
con todo el conocimiento, empatía y enfoque en estos temas que día 
a día vulneran la libre violencia de las mujeres, es una lucha constante 
no solo con los agresores si no también con los miembros del sistema 
de justicia.  

Dra. Diana Portal Podría ser funcional al sistema, un órgano que permita la articulación 
de todas las instituciones involucradas, especialmente la PNP, el 
Ministerio Público y el Poder Judicial. Actualmente se está 
construyendo el Sistema Especializado en Justicia sobre violencia 
contra las mujeres e integrantes del grupo familiar, esta propuesta 
podría ser considerada a fin de que la calidad de las medidas, sobre 
todo la implementación y coordinación de las entidades sean eficientes. 
Lo que suele ocurrir es que no hay un seguimiento, monitoreo y/o 
evaluación, cumplen apenas lo que les corresponde y los casos se 
agudizan, dejando en desprotección a las víctimas. 

Dra. Yuri Gabriela 

Marcelo Pérez 

Sí podría ser viable la creación de un órgano auxiliar especializado en 
género sobre todo que supervise el cumplimiento de las medidas de 
protección sobre todo porque como lo mencioné líneas arriba la 
ejecución de las medidas debe estar acompañado de un plan de 
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monitoreo que contemple acciones que permitan la ejecución de las 
medidas, y un órgano especializado en género y derechos humanos 
podría brindar lineamientos y propuesta de acciones que vayan 
acompañado de las medidas de protección.  

Además de ello este órgano especializado está formado en género y 
podría adoptarse algunas otras propuestas de legislación comparada 
que han sido exitosas para optimizar la ejecución de la medida de 
protección. Debe evaluarse quiénes integrarían este órgano auxiliar 
podría ser un equipo multidisciplinario (social, legal, antropológica, 
salud y psicológica. 

CONVERGENCIAS Las especialistas entrevistadas coinciden por unanimidad en afirmar 
que sí es necesario la creación de un órgano auxiliar especializado en 
género que supervise la ejecución de las medidas de protección, toda 
vez que se reconoce como principal falencia, la falta de perspectiva de 
género en los/as operadores de justicia involucrados en la atención a 
la violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar. Como ya 
se ha indicado, la PNP como institución encargada de ejecutar estas 
medidas no cuenta con la capacitación ni las herramientas para la 
atención oportuna y urgente de las denuncias por violencia, incidiendo 
en la violación de los derechos humanos de las denunciantes.   

DIVERGENCIAS La doctora Ericka Anchante señala que desde la Defensoría del 
Pueblo se ha recomendado en un informe sobre Medidas de 
Protección, que es necesario elevar el rango de la División de 
Violencia Familiar de la Policía Nacional del Perú a la de Dirección. 
Por otro lado, la Dra. Diana Portal señala que actualmente se está 
construyendo el Sistema Especializado en Justicia sobre violencia 
contra las mujeres e integrantes del grupo familiar.  

Interpretación de las entrevistas 

De la apreciación crítica de las expertas especializadas en estudios de género, 

se puede concluir que sí es necesaria la creación de un órgano auxiliar especializado 

en género que supervise las medidas de protección en la lucha contra la violencia de 

género. Al analizar la realidad problemática y bajo la perspectiva de las entrevistadas, 

existe una deficiencia grave en la ejecución de las medidas de protección que 

actualmente se encuentran a cargo de la PNP. 
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Tabla 12 

Pregunta 5 de la guía de entrevista 

 

¿Considera que el retiro del agresor del domicilio en el que se encuentra la víctima, es 
una medida de protección efectiva para proteger a las víctimas de violencia contra la 

mujer? 

EXPERTAS RESPUESTAS 

Dra. Margot Erika 
Anchante Ramos 

Si bien el retiro del agresor del domicilio es una medida efectiva para 
evitar la proximidad entre este y su víctima; sin embargo, no resulta 
del todo eficaz ya que a pesar de haber sido retirado del domicilio este 
puede continuar buscando acercamientos con la denunciante, por ello 
es necesario que esta medida vaya acompañada de otras medidas 
que garanticen que se mantenga la distancia entre etas partes, al 
mismo tiempo que a través de la función ejecutora que cumple la 
policía se vele por el bienestar de las víctimas. 

Dra. Andrea 
Marcela Paliza 

Olivares 

Sí. Al respecto, la Defensoría del Pueblo en el Informe N°063-2017-
DP/ADM, consultó a las usuarias de los servicios de atención de 
violencia contra la mujer, entre ellos, el Poder Judicial, si el “retiro del 
agresor” les parecía una medida adecuada y ellas señalaron que es la 
que les brinda mayor seguridad (DEFENSORIA DEL PUEBLO. 
Informe N°063-2017-DP/ADM. La Ley N°30364). Esta tendencia a 
considerarla como una de las más efectivas se refleja también en el 
Decreto Legislativo 1470, que promueve su uso. Esto se debe a que 
hay mejor control y prevención de hechos de violencia si el agresor y 
la víctima no comparten un espacio común. 

Ahora bien, es importante tener en cuenta que, a pesar de lo anterior, 
es una de las medidas de protección que se otorga con menos 
frecuencia. En el Informe de Adjuntía N°007-2020-DP/ADM, se 
identificó que 14 Cortes Superiores habían reportado que sus 
juzgados dictaron esta medida solo en 88 ocasiones durante la 
primera etapa del Estado de Emergencia (del 16 de marzo hasta el 26 
de abril- DEFENSORIA DEL PUEBLO. Informe N°007-2020-
DP/ADM.). Por otro lado, que el “cese de la violencia” o “prohibición de 
ejercer violencia” que es de las menos efectivas se otorgó en 237 
ocasiones.  

Dra. Isabel Natalia 
Ortiz 

Urbizagástegui 

Sí es una medida efectiva cuando se trata solo de hechos de violencia 
física. No obstante, se debe tener en cuenta que en muchas 
oportunidades las mujeres que interponen su denuncia no consideran 
también ser afectadas por violencia psicológica y/o económica por 
desconocimiento o porque son conductas naturalizadas. Por ello, es 
que en estos casos la evaluación del contexto por parte de la judicatura 
es muy importante para proteger de forma efectiva a la víctima y 
dependientes. En los casos se identifiquen la concurrencia de 
múltiples formas de violencia deben adoptarse las medidas necesarias 
para mantener a buen recaudo a la persona afectada. 
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Por otro lado, debe tenerse en cuenta que en múltiples oportunidades 
para el dictado de esta medida de protección se consulta si la persona 
agresora es titular del bien inmueble y cuando se da estos casos se 
busca ubicar a las mujeres con redes familiares. 

Dra. Naddia 
Geraldine Gonzaga 

Meoño 

Considero que sí, pues esta medida no sólo permite salvaguardar 
inmediatamente la vida de la víctima sino también da protección y 
seguridad a la familia. En ese sentido, resulta de gran importancia una 
eficiente labor policial pues muchos de estos agresores buscan la 
manera de ingresar al domicilio para vengarse de sus víctimas. 

Dra. Ruby Deismary 
Paco Legua 

Si lo considero efectivo en protección a las víctimas, ya que muchas 
de ellas conviven con sus agresores y corren más riesgo de seguir 
siendo agredidas. Sin embargo, se debe verificar constantemente el 
cumplimiento de esta medida porque muchas veces el agresor vuelve 
a buscar de muchas formas a la víctima.  

Dra. Diana Portal Considero que sí, más aún en aquellos casos en los que los hechos 
de violencia son graves, o incluso hubo tentativa de feminicidio. Sin 
embargo, esta medida nunca será suficiente si no hay un adecuado 
monitoreo por parte de las PNP, la coordinación con los serenazgos e 
incluso la propia comunidad. Asimismo, sino se garantiza que la 
vivienda de la víctima sea identificada en mapas georeferenciales y se 
establezca un canal de comunicación rápido y efectivo. 

Dra. Yuri Gabriela 

Marcelo Pérez 

Considero que sí, siempre que esté acompañado de acciones 
sostenidas que permitan cumplir esta medida y sea sostenible en el 
tiempo. Como por ejemplo patrullaje constante por parte del personal 
policial encargo de ejecutar la medida, las misma que podría ser 
apoyada por el personal de serenazgo, ello con el fin de conocer si la 
víctima se encuentra en nuevas situaciones de riesgo a consecuencia 
del retiro del agresor y éste puede tomar algún tipo de represalia; otra 
de las acciones es la visita de parte del personal policial al domicilio 
de la víctimas con una temporalidad que consideren pertinente de 
acuerdo a la demanda de atención de las comisarías, esto también 
para conocer si el cumplimiento de esta medidas “retiro del agresor” 
tiene eficacia y si se ha cometido algún desacato o desobediencia de 
la medad por parte del agresor. Entre otras acciones que podría 
proponerse desde las comisarías. 

CONVERGENCIAS Las especialistas entrevistadas coinciden el retiro del agresor del 
domicilio en el que se encuentra la víctima, es una medida de 
protección efectiva para proteger a las víctimas de violencia contra la 
mujer, sin embargo, según los informes de la Defensoría del Pueblo, 
es una de las medidas de protección que se otorga con menos 
frecuencia. Retirar al agresor del espacio donde está la denunciante 
no sólo permite salvaguardar inmediatamente la vida de la víctima sino 
también da protección y seguridad a la familia. 

DIVERGENCIAS Para la Doctora Ericka Anchante, el retiro del agresor del domicilio no 
resulta del todo eficaz ya que a pesar de haber sido retirado del 
domicilio este puede continuar buscando acercamientos con la 
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denunciante. Por otro lado, la doctora Diana Portal señala que la 
medida nunca de retirar al agresor del domicilio no será suficiente si 
no hay un adecuado monitoreo por parte de las PNP, la coordinación 
con los serenazgos e incluso la propia comunidad. 

Interpretación de las entrevistas 

De la apreciación crítica de las expertas especializadas en estudios de género, 

se puede concluir que el retiro del agresor del domicilio en el que se encuentra la 

víctima, es una medida de protección efectiva para proteger a las víctimas de violencia 

contra la mujer, sin embargo, la deficiencia en la emisión y ejecución de estas medidas 

no son supervisadas de manera correcta según los deberes especificados en en la 

Ley nro. 30364 y su reglamento para la PNP, pudiendo los agresores acercarse con 

total impunidad al domicilio donde habita la víctima denunciante. 

Tabla 13 

Pregunta 6 de la guía de entrevista 

¿Considera que el impedimento de acercamiento o proximidad a la víctima en 
cualquier forma, es una medida de protección efectiva para proteger a las víctimas de 

violencia contra la mujer? 

EXPERTAS RESPUESTAS 

Dra. Margot Erika 

Anchante Ramos 

Consideramos que es una medida efectiva en los casos en que víctima 
y agresor no comparten el domicilio; en los casos en que viven juntos 
sería una medida complementaria al retiro del agresor del domicilio. 
En ambos casos, se debe garantizar el cumplimiento de la misma por 
parte de la policía a cargo de su ejecución. 

Dra. Andrea 
Marcela Paliza 

Olivares 

Son efectivas, en tanto sean ejecutadas correctamente, lo que implica 
una constante patrulla policial y una comunicación directa con la 
víctima si es que el agresor busca incumplir la medida. De hecho, el 
impedimento de acercamiento es una de las medidas de protección 
más dictadas. En el Informe de Adjuntía N°007-2020-DP/ADM, se 
constató que durante el estado de emergencia la Policía Nacional del 
Perú registró 2964 órdenes de este tipo (DEFENSORIA DEL PUEBLO. 
Informe N°007-2020-DP/ADM.) 

Dra. Isabel Natalia 
Ortiz 

Urbizagástegui 

Esta medida puede ser eficiente para los casos de violencia física y 
psicológica especialmente. No obstante, en algunos casos al ser 
emitidas de forma genérica y no especificar a cuantos metros de la 
víctima debe permanecer alejado el agresor estas medidas tienen 
problemas al nivel de ejecutabilidad. 
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No obstante, en esto supuestos el personal de la policía debe aplicar 
la medida de protección de la forma que sea más eficiente para 
proteger los derechos de las víctimas. 

Dra. Naddia 
Geraldine Gonzaga 

Meoño 

Sí, pero lamentable no se cumplen al 100%, debido a una falta de 
apoyo policial lo que pone en peligro la vida de la víctima.  

Dra. Ruby Deismary 
Paco Legua 

Si es efectiva, pero no está resultando como tal. Es lamentable ver 
como se vienen incumpliendo estás medidas, las cual considero que 
se deberían de reforzar más allá de supervisar su ejecución por parte 
de la PNP. Muchos casos se han visto que las victimas cuentan con 
denuncias por violencia e incluso medidas de protección aun no 
notificadas o no cumplidas por el agresor.  

Dra. Diana Portal Al igual que en el anterior caso, esta medida debería ser 
adecuadamente implementada y monitoreada; además debería darse 
junto con otras medidas de protección que permitan tener a la víctima 
a buen recaudo. Sin embargo, se ha visto muchos casos en los que 
las víctimas tenían esta medida de protección, pero han ocurrido 
nuevos hechos de violencia o incluso feminicidios. La medida debería 
ser adecuadamente dictada, pues incluso se emite de manera general, 
sin establecer la distancia o considerar que el agresor comparte la 
vivienda o el centro de trabajo con la víctima. Por ello, la medida sin 
considerar el contexto, la gravedad y la coordinación interinstitucional 
hace que la medida sea insuficiente. 

Dra. Yuri Gabriela 

Marcelo Pérez 

En mi opinión esta medida no cumple dicho fin que es la protección de 
la vida e integridad de las víctimas. En mi experiencia he conocido de 
muchos casos de violencia en el que se emite esta medida de 
protección en el que no se considerado el contexto actual de la víctima, 
como por ejemplo cuando el agresor bajo el tenor de “pasarle la 
pensión de alimentos o visitar a sus hijo e hijas que puedan tener en 
común” se ha acercado a la víctima a pesar de la restricción. El/la 
juez/a no ha considerado estas situaciones particulares de cada 
víctima y justamente estos escenarios de acercamiento luego de que 
es notificado el agresor sobre la medida de impedimento de 
acercamiento o proximidad a la víctima aprovecha estos escenarios 
para perpetuar otras formas de violencia o en el peor de los casos que 
se desencadene un feminicidio. 

Otra de las situaciones es cuando la víctima labora en el mismo 
espacio que el agresor, si bien es una medida que se notifica a ambas 
partes (víctima y agresor) debe también notificarse también al centro 
de labores de la víctima a fin de que el/la empleador/a tome 
conocimiento de la medida de protección y adopte las acciones que 
correspondan para el cumplimiento de las medidas de protección 
dictadas a favor de la víctima. Incluso en estos casos, también el 
personal policial en el marco del seguimiento en la ejecución y 
cumplimiento de la medida de protección debería cada cierto tiempo 
mantener una entrevista no solo con la víctima si no con el/la 
empleador/a a fin de verificar las acciones adoptadas en el interior del 
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centro laboral para el óptimo cumplimiento de la mencionada medida 
de protección. 

CONVERGENCIAS Sobre la eficacia de la medida de protección que impide el 
acercamiento o proximidad del agresor a la víctima en cualquier forma, 
las expertas coinciden en señalar que no se cumple de manera 
correcta, lo que suscita cuestionamientos sobre si esta medida resulta 
efectiva o no.  

DIVERGENCIAS En esta pregunta se ha encontrado más divergencias que 
convergencias, toda vez que para algunas entrevistadas la medida del 
impedimento de acercamiento del agresor a la víctima puede ser 
eficiente para los casos de violencia física y psicológica 
especialmente, pero no está dando resultado. Para otras 
entrevistadas, esta medida no cumple con dicho fin que es la 
protección de la vida e integridad de las víctimas, toda vez que no son 
ejecutadas, supervisadas y monitoreadas de manera correcta y 
oportuna.  

Interpretación de las entrevistas 

De la apreciación crítica de las expertas especializadas en estudios de género, 

se puede concluir que la medida de protección que impide el acercamiento o 

proximidad del agresor a la víctima, es una medida de protección que no se está 

monitoreando de manera adecuada para garantizar una vida libre de violencia para la 

mujer o cualquier integrante del grupo familiar. Así mismo, esta medida debe estar 

acompañadas por otras medidas de protección o medidas cautelares que permitan 

garantizar los derechos y la protección de la víctima denunciante.



 

 

 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO V 

DISCUSIONES, CONCLUSIONES Y 

RECOMENDACIONES
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5.1. Discusión de resultados 

Después de interpretar los resultados tras la aplicación de la Guía de entrevista 

realizada a 7 expertas en estudios de género, se determina que, respecto a la 

discusión de resultados, sobre los supuestos categóricos, consideramos: 

Supuesto categórico general 

Es posible que las medidas de protección se aplican y ejecutan respetando el 

derecho a la igualdad de género. 

Del análisis de convergencias y divergencias de las respuestas brindadas por 

las expertas, se tiene como resultado que las Medidas De Protección (MDP) no se 

aplican y ejecutan respetando el derecho a la igualdad de género, toda vez que los/as 

operadores de la justicia no se encuentran capacitados con una perspectiva de 

género que les permita entender las desigualdades y violencias que viven las mujeres. 

Por otro lado, la PNP como institución encargada de aplicar y ejecutar las MDP no 

cuentan con la capacitación ni las herramientas necesarias para el cumplimiento del 

deber de protección para las víctimas denunciantes.  

Estos aportes otorgados por los expertos van en relación con la tesis realizada 

por Rafael (2017) quien hizo una investigación sobre la ineficacia de las MDP en la 

nueva ley de violencia familiar - Ley nro. 30364, se concluyó que las MDP resultan 

ineficaces debido a que no existe una organización adecuada entre la PNP y el 

Ministerio Público, ni mucho menos un control o registro que permita un correcto 

otorgamiento de MDP. Así mismo, en esa tesis se concluyó que las últimas décadas 

han estado en constante legislación de normas que logren de una vez por todas 

disminuir las cifras tan altas de VDG.  

Esta investigación guarda estrecha relación con la teoría de feminista – cultural 

patriarcal, en la cual se aborda que la igualdad de género promueve la eliminación de 
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todo tipo de discriminación, y de la dominación y violencia ejercida por hombre contra 

mujeres. A su vez el ordenamiento jurídico peruano contempla en su artículo 2, inciso 

uno de la Constitución del 93, enfatiza sobre el derecho a la vida, a la identidad, a la 

integridad moral, psíquica y física, al libre desarrollo y bienestar.  

Se ha determinado que el supuesto categórico general no coincide con los 

resultados obtenidos por las expertas tras la aplicación de la guía de entrevista, y a 

su vez tras realizar el contraste con los antecedentes, teoría y norma, se manifiesta 

que las MDP no se aplican y ejecutan respetando el derecho a la igualdad de género, 

toda vez que los/as operadores de la justicia no se encuentran capacitados con una 

perspectiva de género que les permita entender las desigualdades y violencias que 

viven las mujeres.  

Supuesto categórico específico 1 

Es posible que las medidas de protección sean eficaces para proteger el 

derecho a una vida libre de violencia. 

Del análisis de convergencias y divergencias de las respuestas brindadas por 

las expertas, se tiene como resultado que las MDP son eficaces para proteger el 

derecho a una vida libre de violencia, en virtud del derecho a la igualdad de género 

siempre que las instituciones involucradas, sobre todo la PNP deben cumplir con las 

funciones establecidas en la ley Nro. 30364.  

Estos aportes otorgados por los expertos son van en relación a la investigación 

desarrollada por Gálvez (2018), el cual desarrolló una tesis referida a la ineficacia de 

las MDP en la prevención del feminicidio, se concluyó que los datos respaldan la 

hipótesis de ineficacia de las MDP, pues en su estudio evidencia que los designados 

de la PNP para atender los casos de violencia, en realidad no cumplen con sus 

funciones establecidas en la norma. 
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Esta investigación guarda relación con el principio de igualdad y no 

discriminación en el acceso a la justicia, ya que este principio señala que se garantiza 

el acceso a todos los beneficios y facilidades legales sin discriminación alguna por 

razones de género, edad, religión, nacionalidad, etnia o discapacidad. 

Se ha determinado que el primer supuesto categórico específico coincide con 

los resultados obtenidos por las expertas tras la aplicación de la guía de entrevista, y 

a su vez tras realizar el contraste con los antecedentes, y norma, se determina las 

MDP son eficaces para proteger el derecho a una vida libre de violencia, en virtud del 

derecho a la igualdad de género. Sin embargo, es necesario reforzar y mejorar los 

lineamientos de atención de las instituciones involucradas, sobre todo la PNP, 

quienes deben cumplir con las funciones establecidas en la ley Nro. 30364, toda vez 

que en la actualidad no se están cumpliendo con la normativa establecida. 

Supuesto categórico específico 2 

Es posible que las medidas de protección sean eficaces para proteger la 

autonomía de las mujeres. 

Del análisis de convergencias y divergencias de las respuestas brindadas por 

las expertas, se tiene como resultado que las MDP no son eficaces para proteger la 

autonomía de las mujeres, en virtud del derecho a la igualdad de género, toda vez 

que en el proceso de socialización se ha normalizado la discriminación contra la mujer 

por el hecho de serlo. Esta discriminación se encuentra inmersa de manera 

sistemática en las instituciones involucradas en la lucha contra la violencia a la mujer, 

por ejemplo, en la PNP y Ministerio Publico. Esta discriminación a las mujeres impide 

el desarrollo libre de su derecho a la autonomía. 

Estos aportes otorgados por los expertos son van en relación a la investigación 

desarrollada por Lasteros (2017), el cual desarrolló una tesis referida a las medidas 
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de protección y prevención de violencia familiar en el juzgado de familia de Abancay 

en el año 2016 en el que se concluyó que, con la relación a la disminución de 

incidencia de violencia familiar, después de otorgadas las MDP, estas no contribuyen 

de manera significativa en la reducción de casos reportados en dicha jurisdicción.  

Esta investigación guarda relación con la normativa vigente y la Constitución 

política del Perú, que en su artículo 1 precisa que: La defensa de la persona humana 

y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado. 

Se ha determinado que el segundo supuesto categórico específico no coincide 

con los resultados obtenidos por los expertos tras la aplicación de la guía de 

entrevista, y a su vez tras realizar el contraste con los antecedentes, y norma, se 

determina las MDP no son eficaces para proteger la autonomía de las mujeres, en 

virtud del derecho a la igualdad de género, toda vez que en el proceso de socialización 

se ha normalizado la discriminación contra la mujer por el hecho de serlo. 

Supuesto categórico específico 3 

Es posible que sea necesaria la creación de un órgano especializado en 

género que supervise las medidas de protección. 

Del análisis de convergencias y divergencias de las respuestas brindadas por 

las expertas, se tiene como resultado que sí es necesaria la creación de un órgano 

auxiliar especializado en género que supervise las MDP en la lucha contra la violencia 

de género. Al analizar la realidad problemática y bajo la perspectiva de las 

entrevistadas, existe una deficiencia grave en la ejecución de las MDP que 

actualmente se encuentran a cargo de la PNP. 

Estos aportes otorgados por los expertos son van en relación/ contrarios a la 

investigación desarrollada por Lasteros (2017), el cual desarrolló una tesis referida a  

determinar el nivel de eficacia que tienen tales medidas para la disminución de los 
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actos de violencia familiar, se aplicó fichas de análisis y cuestionarios, y se concluyó 

que la efectividad de las MDP se ve limitada por la ausencia de acciones más 

asertivas por parte de las autoridades, desde una perspectiva de género que permita 

comprender la estructuración del sistema de violencia. 

Esta investigación guarda relación con la normativa vigente en el Plan de 

Política Nacional de Igualdad de Igualdad de Género, Decreto Supremo nro. 005-

2017-MIMP. 

Se ha determinado que el tercer supuesto categórico específico coincide con 

los resultados obtenidos por los expertos tras la aplicación de la guía de entrevista, y 

a su vez tras realizar el contraste con los antecedentes, y norma, se determina que sí 

es necesaria la creación de un órgano auxiliar especializado en género que supervise 

las MDP en la lucha contra la violencia de género. 

Supuesto categórico específico 4 

Es posible que el retiro del agresor del domicilio en el que se encuentra la 

víctima y el impedimento de acercamiento o proximidad a la víctima en cualquier 

forma sean medidas de protección efectivas para proteger a las víctimas de violencia 

contra la mujer 

Del análisis de convergencias y divergencias de las respuestas brindadas por 

las expertas, se tiene como resultado que el retiro del agresor del domicilio en el que 

se encuentra la víctima, es una medida de protección efectiva para proteger a las 

víctimas de violencia contra la mujer, sin embargo, la deficiencia en la emisión y 

ejecución de estas medidas no son supervisadas de manera correcta según los 

deberes especificados en en la Ley nro. 30364 y su reglamento para la PNP, pudiendo 

los agresores acercarse con total impunidad al domicilio donde habita la víctima 

denunciante. 
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Estos aportes otorgados por los expertos son contrarios a la investigación 

desarrollada por Delgado (2016), el cual desarrolló una tesis referida a los alcances 

de la ley nro 30364 y las MDP, con el objetivo de analizar la ejecución de las MDP y 

cautelares en los procesos de violencia contra la mujer, rigiéndose en su base legal 

ley nro 30364. El autor concluye que durante el periodo 2015-2016 se realizaron 122 

denuncias por violencia familiar de las cuales solo 12 procesos obtuvieron MDP 

debido a que los procesos dilatados provocan que las mujeres abandonen los 

mismos.  

Esta investigación guarda relación con la normativa vigente en el artículo 44 

de la Constitución precisa sobre los deberes del Estado de garantizar la vigencia de 

los DDHH, de proteger a su ciudadanía de cualquier amenaza que atente contra su 

seguridad, así como de promover el bienestar para todas las personas, fundamentada 

en la justicia, el desarrollo integral y equilibrado de la Nación. 

Se ha determinado que el cuarto supuesto categórico específico coincide con 

los resultados obtenidos por las expertas tras la aplicación de la guía de entrevista, y 

a su vez tras realizar el contraste con los antecedentes, y norma, se determina el 

retiro del agresor del domicilio en el que se encuentra la víctima y el impedimento de 

acercamiento o proximidad a la víctima en cualquier forma sean MDP efectivas para 

proteger a las víctimas de violencia contra la mujer.  

5.2. Conclusiones 

Realizada la presente investigación se presenta las siguientes conclusiones:  

Primera. - Que, las medidas de protección encuentran su fundamento jurídico 

se encuentra en el derecho internacional de los derechos humanos y en el derecho 

constitucional, puesto que son mecanismos especiales de protección, cuyo Sin 

embargo, estas medidas de protección no se aplican y ejecutan respetando el 
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derecho a la igualdad de género, toda vez que los/as operadores de la justicia no se 

encuentran capacitados con una perspectiva de género que les permita entender las 

desigualdades y violencias que viven las mujeres. De igual manera, la PNP como 

institución encargada de aplicar y ejecutar las medidas de protección no cuentan con 

la capacitación ni las herramientas necesarias para el cumplimiento del deber de 

protección para las víctimas denunciantes 

Segunda. – Que, las medidas de protección que son dictadas a partir de 

hechos que configuran violencia de género o en contra algún integrante del grupo 

familiar son imperativas. Estas medidas se encuentran sustentadas jurídicamente 

para ser eficaces y proteger el derecho a una vida libre de violencia, en virtud del 

derecho a la igualdad de género. Sin embargo, es necesario reforzar y mejorar los 

lineamientos de atención de las instituciones involucradas, sobre todo la PNP, 

quienes deben cumplir con las funciones establecidas en la ley Nro. 30364, toda vez 

que en la actualidad no se están cumpliendo con la normativa establecida.  

Tercera. - Se concluye que, las medidas de protección no son eficaces para 

proteger la autonomía de las mujeres, en virtud del derecho a la igualdad de género, 

toda vez que en el proceso de socialización se ha normalizado la discriminación 

contra la mujer por el hecho de serlo. Esta discriminación se encuentra inmersa de 

manera sistemática en las instituciones involucradas en la lucha contra la violencia a 

la mujer, por ejemplo, en la PNP y Ministerio Publico. Esta discriminación a las 

mujeres impide el desarrollo libre de su derecho a la autonomía.  

Cuarta. – De la apreciación crítica de las expertas especializadas en estudios 

de género, se puede concluir que las medidas de protección no se aplican y ejecutan 

respetando el derecho a la igualdad de género, toda vez que los/as operadores de la 

justicia no se encuentran capacitados con una perspectiva de género que les permita 
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entender las desigualdades y violencias que viven las mujeres. Por otro lado, la PNP 

como institución encargada de aplicar y ejecutar las medidas de protección no 

cuentan con la capacitación ni las herramientas necesarias para el cumplimiento del 

deber de protección para las víctimas denunciantes. Por ello, resulta necesaria la 

creación de un órgano auxiliar especializado en género que supervise las medidas de 

protección en la lucha contra la violencia de género. Al analizar la realidad 

problemática y bajo la perspectiva de las entrevistadas, existe una deficiencia grave 

en la ejecución de las medidas de protección que actualmente se encuentran a cargo 

de la PNP. Es necesario que se adopten soluciones más efectivas para lograr 

efectividad de la aplicación de las medidas de protección. En tal sentido, la 

implementación de un órgano auxiliar conformado por psicólogos, trabajadoras 

sociales, educadoras, profesoras de diversos talleres que cuenten con una educación 

basada en género permitirá comprender las diversas circunstancias en las que son 

afectadas las mujeres por las violencias que denuncian. 

Quinta. – El artículo 44 de la Constitución precisa sobre los deberes del Estado 

de garantizar la vigencia de los derechos humanos, de proteger a su ciudadanía de 

cualquier amenaza que atente contra su seguridad, así como de promover el 

bienestar para todas las personas, fundamentada en la justicia, el desarrollo integral 

y equilibrado de la Nación. En la ley nro. 30364, contiene medidas de protección y 

cautelares que permite que mujeres y demás integrantes del grupo familiar reducir los 

efectos nocivos de las violencias, reduciendo de esta manera la amenaza que atenta 

contra su seguridad. Las medidas del retiro del agresor del domicilio en el que se 

encuentra la víctima y el impedimento de acercamiento o proximidad a la víctima en 

cualquier forma son medidas de protección efectivas para proteger a las víctimas de 

violencia contra la mujer.  
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5.3. Recomendaciones 

Realizada la presente investigación se presenta las siguientes 

recomendaciones:  

Primera. - Todas las instituciones involucradas en la atención contra la 

violencia de género y violencia contra la mujer, deben tener constantes 

capacitaciones para los/as operadores de la justicia, logrando de esta manera 

sensibilizar y especializar al personal y así pueda brindar una atención más adecuada 

y sensible a los casos de violencia de género. Esta capacitación se debe realizar 

desde una perspectiva de género e interseccionalidad que les permita entender las 

desigualdades y violencias que viven las mujeres. Se recomienda al Ministerio Público 

fortalecer los protocolos y mecanismos de atención y protección a las víctimas de 

violencia contra las mujeres e integrantes del grupo familiar. De igual manera, se 

recomienda al Ministerio del Interior que garantice los recursos logísticos y 

tecnológicos para ejecutar oportunamente las medidas de protección. 

Segunda. - Es necesario que se garantice el cumplimiento de las funciones de 

la PNP según lo determina la ley nro.30364 respecto a la ejecución de las medidas 

de protección. En virtud a lo mencionado, se debe contar con un registro local, 

regional y nacional sobre la implementación de las medidas de protección, de igual 

manera, mejorar y crear nuevos canales de comunicación entre la PNP y la víctima 

de violencia. Cada comisaría debe contar con un mapa georeferencial de las 

denunciantes, y sistema logístico y tecnológico para cumplir eficazmente sus 

funciones. 

Tercera. - Se recomienda a los Juzgados de familia aplicar medidas de 

protección y medidas cautelares que consideren el bienestar de la víctima y los demás 

integrantes del grupo familiar que se vean afectados por los efectos laterales de la 
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violencia de género. De igual manera se debe de implementar programas de terapia 

psicológica con perspectiva de género para los agresores. 

Cuarto. - Se recomienda analizar la posibilidad de la creación de un órgano 

auxiliar especializado en género que supervise las medidas de protección en la lucha 

contra la violencia de género con el objetivo de garantizar que tales medidas sean 

emitidas según las necesidades de las denunciantes; y garantizando que se cumplan 

y logren reducir de manera terminante los efectos nocivos de la violencia de género, 

toda vez que existe una deficiencia grave en la ejecución de las medidas de protección 

que actualmente se encuentran a cargo de la PNP. Es necesario que se adopten 

soluciones más efectivas para lograr efectividad de la aplicación de las medidas de 

protección. En tal sentido, la implementación de un órgano auxiliar conformado por 

psicólogos, trabajadoras sociales, educadoras, profesoras de diversos talleres que 

cuenten con una educación basada en género permitirá comprender las diversas 

circunstancias en las que son afectadas las mujeres por las violencias que denuncian. 

Quinto. - Promover una cultura libre de la violencia de género, donde se 

promueva y sensibilice a las víctimas a realizar las denuncias ante actos de violencia. 

El Ministerio de la Mujer debe supervisar, promover, establecer y ejecutar las políticas 

públicas referente a la mujer, y los demás sujetos de protección de la ley nro. 30364, 

garantizando de esta manera el pleno ejercicio de sus derechos y una vida libre de 

violencia, discriminación o desprotección. De igual manera, se deben reforzar la 

calidad de atención que se brinda en los CEM, poniendo a disposición de la víctima 

el mejor equipo multidisciplinario para la atención integral de la denunciante.
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Anexo 2. Modelo de consentimiento informado 

 

 

 



 

 

Anexo 3. Modelo de acta de consentimiento informado 

 

 

 



 

 

Anexo 4. Instrumento 

 

 



 

 

 

 



 

 

Anexo 5. Guía de entrevista Semiestructurada 

 



 

 

Anexo 6. Ficha de valoración de riesgo 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 



 

 

Anexo 9. Encuesta de experto N° 1 

 



 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

Anexo 10. Encuesta de experto N° 2 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Anexo 10. Encuesta de experto N° 2 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

Anexo 11. Encuesta de experto N° 3 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

Anexo 12. Encuesta de experto N° 4 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

Anexo 13. Encuesta de experto N° 5 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

Anexo 14. Encuesta de experto N° 6 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

Anexo 14. Encuesta de experto N° 7 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

  

 


